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LEY 889 DE 2004
(julio 7)

por la cual se erige en patrimonio cultural y educativo de la Nación

la Biblioteca Pública  Departamental Meira del Mar.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Erigir como patrimonio cultural y educativo de la
Nación, la Biblioteca Pública Departamental del Atlántico “Meira
del Mar”, ubicada en el Parque San José del Distrito Especial de
Barranquilla.

Artículo 2º. La administración de este centro piloto de la cultura
del Caribe colombiano, símbolo de la cultura y la Academia,
continuará como hasta ahora, a cargo del departamento del Atlán-
tico con recursos propios y los procedentes del sistema general de
participaciones de conformidad con la ley.

Artículo 3º. El conjunto de muebles e inmuebles que poseen un
especial interés histórico, artístico, estético, plástico, arquitectóni-
co, ambiental, ecológico, lingüístico, sonoro, musical, audiovisual,
fílmico, científico, testimonial, documental, literario, bibliográfico
y hemorográfico, constituyen el patrimonio de la Biblioteca Pública
Departamental del Atlántico “Meira del Mar”.

Artículo 4º. El departamento del Atlántico mantendrá la coordi-
nación en el mejoramiento locativo, amplitud, dotación y manteni-
miento;  y buscará la participación del Distrito Especial de
Barranquilla y de la Nación.

Artículo 5º. La presente ley rige a partir de su promulgación y
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 7 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Cultura,

María Consuelo Araújo Castro.
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LEY 890 DE 2004
(julio 7)

por la cual se modifica y adiciona el Código Penal.

Artículo 11. El artículo 453 del Código Penal quedará así:
“Artículo 453. Fraude procesal. El que por cualquier medio fraudu-

lento induzca en error a un servidor público para obtener sentencia,
resolución o acto administrativo contrario a la ley, incurrirá en prisión de
seis (6) a doce (12) años, multa de doscientos (200) a mil (1.000) salarios
mínimos legales mensuales vigentes e inhabilitación para el ejercicio de
derechos y funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años”.

Artículo 12. El inciso segundo del artículo 454 del Código Penal
quedará así:

“La misma pena fijada en el inciso anterior se le impondrá al asistente
a audiencia ante el juez que ejerza la función de control de garantías, ante
el juez de conocimiento, ante el tribunal o la Corte Suprema de Justicia,
que se niegue deliberadamente a cumplir las órdenes del juez o magistra-
do”.

Artículo 13. El Título XVI, Libro Segundo del Código Penal, denomi-
nado Delitos contra la eficaz y recta impartición de justicia, tendrá el
siguiente Capítulo Noveno y los siguientes artículos:

“CAPITULO NOVENO
Delitos contra medios de prueba y otras infracciones

Artículo 454A. Amenazas a testigo. El que amenace a una persona
testigo de un hecho delictivo con ejercer violencia física o moral en su
contra o en la de su cónyuge, compañero o compañera permanente o
pariente dentro del cuarto grado, para que se abstenga de actuar como
testigo, o para que en su testimonio falte a la verdad, o la calle total o
parcialmente, incurrirá en pena de prisión de cuatro (4) a ocho (8) años
y multa de cincuenta (50) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales
mensuales vigentes.

Si la conducta anterior se realizare respecto de testigo judicialmente
admitido para comparecer en juicio, con la finalidad de que no concurra
a declarar, o para que declare lo que no es cierto, incurrirá en prisión de
cinco (5) a doce (12) años y multa de cien (100) a cuatro mil (4.000)
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

A las mismas penas previstas en los incisos anteriores incurrirá quien
realice las conductas sobre experto que deba rendir informe durante la
indagación o investigación, o que sea judicialmente admitido para
comparecer en juicio como perito.

Artículo 454B. Ocultamiento, alteración o destrucción de elemen-
to material probatorio. El que para evitar que se use como medio
cognoscitivo durante la investigación, o como medio de prueba en el
juicio, oculte, altere o destruya elemento material probatorio de los
mencionados en el Código de Procedimiento Penal, incurrirá en prisión
de cuatro (4) a doce (12) años y multa de doscientos (200) a cinco mil
(5.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 454C. Impedimento o perturbación de la celebración de
audiencias públicas. El que por cualquier medio impida o trate de
impedir la celebración de una audiencia pública durante la actuación
procesal, siempre y cuando la conducta no constituya otro delito, incurri-
rá en prisión de tres (3) a seis (6) años y multa de cien (100) a dos mil
(2.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes”.

Artículo 14. Las penas previstas en los tipos penales contenidos en la
Parte Especial del Código Penal se aumentarán en la tercera parte en el
mínimo y en la mitad en el máximo. En todo caso, la aplicación de esta
regla general de incremento deberá respetar el tope máximo de la pena
privativa de la libertad para los tipos penales de acuerdo con lo estable-
cido en el artículo 2° de la presente ley. Los artículos 230A, 442, 444,
444A, 453, 454A, 454B y 454C del Código Penal tendrán la pena
indicada en esta ley.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El inciso 2° del artículo 31 del Código Penal quedará así:
“En ningún caso, en los eventos de concurso, la pena privativa de la

libertad podrá exceder de sesenta (60) años”.
Artículo 2°. El numeral 1 del artículo 37 del Código Penal quedará así:
“1. La pena de prisión para los tipos penales tendrá una duración

máxima de cincuenta (50) años, excepto en los casos de concurso”.
Artículo 3°. El artículo 61 del Código Penal tendrá un inciso final así:
 “El sistema de cuartos no se aplicará en aquellos eventos en los cuales

se han llevado a cabo preacuerdos o negociaciones entre la Fiscalía y la
defensa”.

Artículo 4°. El artículo 63 del Código Penal tendrá un inciso penúlti-
mo del siguiente tenor:

“Su concesión estará supeditada al pago total de la multa”.
Artículo 5°. El artículo 64 del Código Penal quedará así:
Artículo 64. Libertad condicional. El juez podrá conceder la libertad

condicional al condenado a pena privativa de la libertad previa valora-
ción de la gravedad de la conducta punible, cuando haya cumplido las dos
terceras partes de la pena y su buena conducta durante el tratamiento
penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente
que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena. En todo caso
su concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación
a la víctima.

El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como
período de prueba. Cuando este sea inferior a tres años, el juez podrá
aumentarlo hasta en otro tanto.

Artículo 6°. El inciso 1° del artículo 86 del Código Penal quedará así:
“La prescripción de la acción penal se interrumpe con la formulación

de la imputación”.
Artículo 7°. El Código Penal tendrá un nuevo artículo 230A del

siguiente tenor:
“Artículo 230A. Ejercicio arbitrario de la custodia de hijo menor

de edad. El padre que arrebate, sustraiga, retenga u oculte a uno de sus
hijos menores sobre quienes ejerce la patria potestad con el fin de privar
al otro padre del derecho de custodia y cuidado personal, incurrirá, por
ese solo hecho, en prisión de uno (1) a tres (3) años y en multa de uno (1)
a dieciséis (16) salarios mínimos legales mensuales vigentes”.

Artículo 8°. El artículo 442 del Código Penal quedará así:
“Artículo 442. Falso testimonio. El que en actuación judicial o

administrativa, bajo la gravedad del juramento ante autoridad competen-
te, falte a la verdad o la calle total o parcialmente, incurrirá en prisión de
seis (6) a doce (12) años”.

Artículo 9°. El artículo 444 del Código Penal quedará así:
“Artículo 444. Soborno. El que entregue o prometa dinero u otra

utilidad a un testigo para que falte a la verdad o la calle total o
parcialmente en su testimonio, incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho
(8) años”.

Artículo 10. El Código Penal tendrá un artículo 444A con el siguiente
contenido:

“Artículo 444A. Soborno en la actuación penal. El que en provecho
suyo o de un tercero entregue o prometa dinero u otra utilidad a persona
que fue testigo de un hecho delictivo, para que se abstenga de concurrir
a declarar, o para que falte a la verdad, o la calle total o parcialmente,
incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y en multa de cincuenta
(50) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes”.
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Artículo 15. La presente ley rige a partir del 1° de enero de 2005, con
excepción de los artículos 7º a 13, los que entrarán en vigencia en forma
inmediata.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alonso Acosta Osio.

* * *

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 7 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

LEY 891 DE 2004
(julio 7)

por la cual se declara Patrimonio Cultural Nacional las Procesiones de Semana Santa y el Festival de Música

Religiosa de Popayán, departamento del Cauca, se declara monumento Nacional un inmueble urbano,

se hace un reconocimiento y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Declárese patrimonio cultural nacional de Colombia las
Procesiones de Semana Santa y el Festival de Música Religiosa de
Popayán, capital del departamento del Cauca.

Artículo 2°. Declárese monumento nacional y parte del patrimonio
cultural de Colombia el Inmueble distinguido en la nomenclatura urbana
de la ciudad de Popayán, departamento del Cauca, con el número 4-51 de
la calle 5ª, el cual se destinará exclusivamente para actividades directa-
mente relacionadas con las Procesiones de Semana Santa de Popayán.

Artículo 3°. Reconózcase, a través de la Junta Permanente Pro Semana
Santa de Popayán, y previo concepto del Ministerio de Cultura, a los
creadores, gestores y promotores de las tradiciones culturales de las
Procesiones de Semana Santa y del Festival de Música Religiosa de
Popayán, los estímulos mencionados en el artículo 18 de la Ley 397 de
1997.

Artículo 4°. A partir de la vigencia de la presente ley las administra-
ciones nacional, departamental del Cauca y municipal de Popayán
estarán autorizadas para asignar partidas presupuestales en sus respecti-
vos presupuestos anuales, destinadas a cumplir los objetivos planteados
en la presente ley.

El Gobierno Nacional queda autorizado para impulsar y apoyar ante
los Fondos de cofinanciación y otras entidades públicas o privadas,
nacionales o internacionales, la obtención de recursos económicos adi-

cionales o complementarios a las que se autorizaren apropiar en el
Presupuesto General de la Nación de cada vigencia fiscal, destinadas al
objeto que se refiere la presente ley.

Parágrafo. Las apropiaciones autorizadas dentro del Presupuesto
General de la Nación, deberán contar para su ejecución con programas y
proyectos de inversión.

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de su sanción.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 7 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
La Ministra de Cultura,

María Consuelo Araújo Castro.

LEY 892 DE 2004

(julio 7)

por la cual se establecen nuevos mecanismos de votación e inscripción para garantizar el libre ejercicio

de este derecho, en desarrollo del artículo 258 de la Constitución Nacional.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Establézcase el mecanismo electrónico de votación e
inscripción para los ciudadanos colombianos.

Para tales efectos, la Organización Electoral diseñará y señalará los
mecanismos necesarios para que el voto electrónico se realice con la

misma eficacia para los invidentes, discapacitados o cualquier otro
ciudadano con impedimentos físicos.

Parágrafo 1°. Se entenderá por mecanismo de votación electrónico
aquel que sustituye las tarjetas electorales, por terminales electrónicos,
que permitan identificar con claridad y precisión, en condiciones iguales
a todos los partidos y movimientos políticos y a sus candidatos.

* * *
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Parágrafo 2°. Las urnas serán reemplazadas por registros en base de
datos, los dispositivos y las herramientas tecnológicas que garantizarán
el voto deben organizarse en cubículos individuales separados donde el
ejercicio electoral sea consolidado, de manera tal, que se cumplan las
normas establecidas constitucionalmente. El sistema debe constar de los
siguientes módulos: reconocimiento del votante, Interfax para la
escogencia electoral y comunicación con la central de control.

Parágrafo 3°. El sistema debe asegurar la aceptación de los tres tipos
de cédulas existentes, en orden cronológico. De la primera cédula se
tomará el número para alimentar la base de datos de los electores, de la
segunda y tercera generación de cédulas se toma el código de barras por
medio de censores láser o infrarrojos los cuales permitan reconocer dicho
código y convertirlo en un registro para confrontarlos con la base de datos
del sistema electoral. Cada entrada al sistema debe quedar registrada por
el mismo.

Parágrafo 4°. Este mecanismo debe incluir, como requisito mínimo,
la lectura automática del documento de identidad, captura de huella
dactiloscópica u otros métodos de identificación idóneos que validen y
garanticen la identidad de la persona al instante de sufragar.

Parágrafo 5°. Los electores podrán obtener el certificado electoral
a través de una página web determinada por la Registraduría Nacional
en la cual se publicarán las cédulas que efectivamente sufragaron. La
Registraduría podrá determinar otros mecanismos para evitar la
suplantación de la persona al momento del sufragio.

Artículo 2°. Para los ciudadanos colombianos domiciliados en el
exterior la Organización Electoral implementará el mecanismo electró-
nico de inscripción y votación con la cobertura que facilite su participa-
ción en los comicios electorales.

Artículo 3°. La implementación del nuevo mecanismo se realizará
antes de cinco años, sin embargo, la Organización Electoral deberá, en un
plazo no mayor de seis meses, dar inicio a los planes pilotos de votación
con el nuevo sistema.

Parágrafo 1º. Dentro de la reglamentación se exigirá que el aplicativo
o software y la base de datos posean el código fuente debidamente
documentado, descartará los votos que presenten identificación y/o

huellas repetidas, así como los votos sufragados en una circunscripción
diferente a la inscrita cuando los candidatos sean de circunscripción
territorial.

Parágrafo 2º. El mecanismo electrónico de votación asegurará el
secreto e inviolabilidad del voto.

Artículo transitorio 1º. La Organización Electoral permitirá la coexis-
tencia del sistema convencional de votación en tarjetones de papel,
mientras la infraestructura tecnológica de ciertos puntos de votación, no
cumpla con los requerimientos mínimos del mecanismo automatizado de
inscripción y votación.

Artículo transitorio 2º. Cuando los documentos de identificación no
permitan su lectura automática esta se hará mediante la captura del
número de identificación por digitación manual, siempre y cuando se
verifique la identificación dactilar del ciudadano. El procedimiento
anterior, regirá tanto para el proceso de inscripción, como el de votación.

Artículo 4°. Esta ley rige a partir de su sanción y promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Bogotá, D. C., a 7 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

LEY 894 DE 2004
(julio 21)

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República del Ecuador y el Gobierno de la

República de Colombia sobre Ferias y Eventos de Frontera”, suscrito en la ciudad de Quito,

el veintinueve (29) de septiembre del año dos mil (2000).

El Congreso de la República
Visto el texto del Acuerdo entre el Gobierno de la República del

Ecuador y el Gobierno de la República de Colombia sobre Ferias y
Eventos de Frontera, suscrito en la ciudad de Quito, el 29 de septiembre
del año dos mil (2000), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).

PROYECTO DE LEY NUMERO 211 DE 2003 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno
de la República del Ecuador y el Gobierno de la República de Colombia
sobre Ferias y Eventos de Frontera”, suscrito en la ciudad de Quito, el
veintinueve (29) de septiembre del año dos mil (2000).

El Congreso de la República
Visto el texto del Acuerdo entre el Gobierno de la República del

Ecuador y el Gobierno de la República de Colombia sobre Ferias y
Eventos de Frontera, suscrito en la ciudad de Quito, el 29 de septiembre
del año dos mil (2000), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).
«ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA
DEL ECUADOR Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA
DE COLOMBIA SOBRE FERIAS Y EVENTOS DE FRONTERA

Generalidades

Artículo 1°. El presente acuerdo establece el régimen para la realiza-
ción de las ferias y eventos de frontera que se desarrollarán en la Zona de
Integración Fronteriza Ecuatoriana-Colombiana.

El ámbito de aplicación del presente acuerdo comprenderá las provin-
cias ecuatorianas de Esmeraldas, Carchi, Imbabura, Napo, Sucumbíos,
Orellana y Manabí; los departamentos colombianos de Amazonas,
Cauca, Huila, Nariño y Putumayo.

Artículo 2°. Las Partes reconocen como ferias y eventos de frontera a
aquellas actividades que tienen por finalidad contribuir al desarrollo de
la Zona de Integración Fronteriza, principalmente para la promoción del
comercio y del turismo, que se realicen conforme a la legislación
aduanera vigente en cada una de las Partes.

* * *
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c) Asegurar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamen-
tarias, así como la debida aplicación del presente Acuerdo;

d) Elaborar el formato del documento de venta, para las transacciones
que se realicen dentro del recinto ferial, de conformidad con la normativa
andina y la legislación nacional del País sede, y

e) Presentar el informe y resultados de la feria de frontera adjuntando
el balance económico respectivo a las entidades oficiales contempladas
en el artículo 5°, dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha de
finalización de la feria.

Artículo 11. Podrán ser expositores las personas naturales o jurídicas
constituidas en el territorio de cualesquiera de las Partes, quienes presen-
tarán a los organizadores las listas de mercancías que llevarán a la feria,
especificando el volumen, valor y origen de las mismas.

Artículo 12. Los expositores podrán importar temporalmente al recin-
to ferial las siguientes mercancías, de permitida importación:

a) Mercancías originarias de cualesquiera de las Partes, amparadas en
sus respectivos Certificados de Origen, debidamente emitidos conforme
al régimen de origen establecido por la Comisión de la Comunidad
Andina.

– Productos para el consumo humano en todas sus formas, acompaña-
dos de sus correspondientes certificados sanitarios expedidos por los
organismos respectivos del país sede del evento.

– Plantas, animales y productos agropecuarios no prohibidos ni
restringidos de importar y/o exportar, siempre y cuando estén acompaña-
dos de sus respectivos certificados fito o zoosanitarios oficiales del país
de origen, cumpliendo con los requisitos exigidos por el organismo
nacional de protección sanitaria.

– Productos farmacológicos y biológicos de uso humano y veterinario.
– Alimentos para animales y pesticidas acompañados de sus certifica-

dos de libre venta.
El procedimiento para el ingreso de las mercancías será el establecido

según las normas sanitarias vigentes, conforme a las disposiciones
establecidas en la normativa andina, y

b) Las siguientes mercancías para el uso, consumo o distribución
gratuita dentro del recinto ferial:

– Muestras sin valor comercial.
– Impresos, catálogos y demás material publicitario.
– Materiales destinados a la decoración, mantenimiento y dotación de

los pabellones.
– Artículos destinados exclusivamente a fines experimentales de

demostración dentro del recinto, que son destruidos o consumidos al
efectuar dicha demostración.

Artículo 13. Para la importación temporal de mercancías, los expositores
deberán presentar ante la autoridad aduanera del país sede:

a) Registro o licencia de importación que ampare la mercancía,
cuando a ello hubiere lugar;

b) Factura Comercial;
c) Conocimiento de embarque, carta porte o guía aérea, según corres-

ponda;
d) Certificado de Origen, para las mercancías a que hace referencia el

literal a) del artículo 12;
e) Certificado sanitario, fitosanitario, zoosanitario o de libre venta,

cuando corresponda;
f) Lista de empaque, cuando hubiere lugar a ella;
g) Constancia de expositor otorgada por el organizador de la feria, y
h) Otros que de acuerdo con la naturaleza de las mercancías sean de

exigencia general en el país sede.
Los expositores pagarán o garantizarán el pago de los derechos de

importación y demás impuestos correspondientes al valor total de las
mercancías a ser importadas.

Artículo 14. No se permitirá el ingreso de las mercancías que durante
la inspección ocular o reconocimiento físico no estuvieran en la lista de
productos presentada.

CAPITULO I
De las ferias de frontera

Artículo 3°. A efectos del presente Capítulo, se entiende por:
a) Recinto Ferial: Es el recinto cuyo espacio físico brinde seguridades

para el debido control de las mercancías las destinadas a estas actividades;
b) Venta al Detal: Es aquella que se realiza durante la feria en forma

directa del expositor al consumidor o usuario final previo cumplimiento
de las normas aduaneras, la misma que se hará en unidades o volúmenes
pequeños destinados al consumo de uso personal o familiar, en cantida-
des, clases y montos que serán fijados por la autoridad aduanera de cada
Parte;

c) Venta al por mayor: Es aquella que se realiza durante la feria en
forma directa del expositor al consumidor o usuario final y cuyas
mercancías, por sus características, volumen y monto, solo podrán ser
entregadas a los respectivos compradores a la finalización de la feria,
previo cumplimiento del trámite de nacionalización correspondiente;

d) Documento de Venta Ferial: Es el documento que ampara la
transacción o venta de mercancías en las ferias y que será expedido por
el expositor-vendedor de las mercancías. Este documento equivaldrá a la
factura o comprobante de venta, y

e) El expositor: Es la persona natural o jurídica que con ocasión de la
celebración de una feria de carácter fronterizo binacional, adquiere me-
diante vínculo contractual con el administrador, la calidad de expositor.

Artículo 4°. Las ferias de frontera son aquellas actividades que tienen
por finalidad promover el comercio recíproco de los productos origina-
rios del territorio de las Partes.

Artículo 5°. Las ferias de frontera serán autorizadas por la entidad o
entidades oficiales correspondientes, las que en el caso del Ecuador
estarán a cargo del Ministerio de Comercio Exterior, Industrialización y
Pesca; en el caso de Colombia estarán a cargo del Ministerio de Comercio
Exterior y la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

Artículo 6°. Para realizar una feria de frontera el administrador u
organizadores deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Disponer de la autorización correspondiente otorgada por la entidad
oficial del país donde se realice la feria de frontera;

b) Contar con un reglamento interno aprobado por la entidad oficial
correspondiente; y

c) Disponer de un recinto cerrado debidamente acondicionado.
Artículo 7°. El reglamento interno de las ferias de frontera deberá

contener disposiciones sobre las siguientes materias:
a) Denominación, objetivos y carácter de la feria;
b) Administración;
c) Organización: Determinación de áreas o locales de exhibición,

fijación de tarifas de arrendamiento de los “stands” o locales, fijación de
las tarifas de ingreso del público al recinto ferial, condiciones de
participación de los expositores, y

d) Previsiones de seguridad y servicios para los expositores y público
asistente.

Artículo 8°. El tiempo de duración de las ferias de frontera será
determinado en cada caso por la entidad nacional del país sede del evento,
el cual no podrá exceder de 15 días calendario.

Artículo 9°. Podrán ser organizadores de las ferias de frontera:
a) Los gremios empresariales y asociaciones legalmente constituidos;
b) Las empresas feriales constituidas en el país sede;
c) Las organizaciones privadas de promoción de exportaciones legal-

mente constituidas;
d) Las entidades públicas; y
e) Las representaciones oficiales de ambos países.
Artículo 10. Los organizadores de las ferias de frontera serán respon-

sables de:
a) Solicitar la autorización respectiva por lo menos con tres meses de

anticipación;
b) Velar por el normal desarrollo de la feria;
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Artículo 15. Toda mercancía procedente de la otra Parte que ingrese
al recinto ferial para su exhibición y venta, tendrá su debido membrete
que indique el nombre del consignatario, el nombre de la feria de frontera
y la localidad donde se desarrollará.

El ingreso de dichas mercancías se efectuará únicamente por pasos de
frontera, puertos y aeropuertos habilitados por las Partes.

Artículo 16. Una vez que la entidad oficial del país sede haya
autorizado la realización de la feria, podrán ingresar temporalmente
mercancías hasta con 15 días calendario antes de la fecha de su inaugu-
ración.

Las autoridades aduaneras aplicarán las medidas necesarias para
facilitar el control de las mercancías.

Artículo 17. En el momento de la reexpedición o reexportación de las
mercancías no vendidas, se efectuará la liquidación de los impuestos
aplicables a las mercancías vendidas.

A los efectos previstos en el presente artículo y en el último párrafo del
artículo 13, las autoridades aduaneras del país sede aplicarán las prefe-
rencias arancelarias en vigor entre las Partes.

Artículo 18. Para las ventas al detal los expositores-vendedores
otorgarán a los compradores el documento de venta respectivo.

Artículo 19. Solo se permitirá el retiro de las mercancías de la venta
al por mayor cuando haya finalizado la feria de frontera, previo el pago
de los gravámenes arancelarios y demás impuestos correspondientes de
conformidad con la normativa andina y la legislación nacional del país
sede. En este caso, el vendedor extenderá el documento de venta,
conforme a las normas del país donde se efectúe la feria.

Artículo 20. Los expositores dispondrán de hasta 15 días calendario
contados a partir del día siguiente a la fecha de clausura de la feria de
frontera, para la reexpedición o importación definitiva de aquellas
mercancías destinadas a la feria que no hayan sido comercializadas.
Transcurrido dicho plazo, las mercancías quedarán en abandono legal y
se aplicará la legislación nacional.

CAPITULO II
De los eventos de frontera

Artículo 21. Los eventos de frontera son actividades de carácter
cultural, educativo, científico, artístico y deportivo no comerciales que
contribuyan al desarrollo de la Zona de Integración Fronteriza.

Artículo 22. Para la realización de un evento de frontera se requiere
autorización de la entidad nacional del país sede del evento. En el caso
del Ecuador, es atribución del Ministerio de Comercio Exterior, Indus-
trialización y Pesca autorizar la realización de los eventos. En el caso de
Colombia, corresponde a la alcaldía municipal respectiva.

Artículo 23. Para realizar un evento de frontera el administrador u
organizadores deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Disponer de la autorización correspondiente otorgada por la entidad
oficial del país donde se realice la feria de frontera, y

b) Deberá contar con un reglamento interno aprobado por la entidad
oficial correspondiente.

Artículo 24. El reglamento interno de los eventos de frontera deberá
contener disposiciones sobre las siguientes materias:

a) Denominación, objetivos y carácter del evento;
b) Administración;
c) Organización, determinación de áreas o locales de presentaciones

o exhibición; fijación de tarifas de arrendamiento de los “stands” o
locales, fijación de las tarifas de ingreso del público al recinto del evento,
de ser el caso y condiciones de participación, y

d) Previsiones de seguridad y servicios para los participantes y público
asistente.

Artículo 25. El tiempo de duración de los eventos de frontera será
determinado en cada caso por la entidad nacional del País sede del evento,
el cual no podrá exceder de 15 días calendario.

Artículo 26. Podrán ser organizadores de los eventos de frontera:
a) Las instituciones y asociaciones culturales, educativas, científicas,

artísticas y deportivas con personería jurídica;

b) Los gremios y asociaciones legalmente constituidos;
c) Las empresas de eventos constituidas legalmente en el país sede;
d) Las entidades públicas, y
e) Las representaciones oficiales de ambos países.
Artículo 27. Los organizadores de los eventos de frontera serán

responsables de:
a) Solicitar la autorización respectiva por lo menos con 30 días

calendario de anticipación;
b) Velar por el normal desarrollo del evento;
c) Asegurar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamen-

tarias, así como la debida aplicación del presente acuerdo;
d) Otorgar constancias a los participantes, y
e) Presentar el informe sobre la realización y resultados del evento,

dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha de su finalización,
ante la autoridad competente del país sede.

Artículo 28. Podrán importarse temporalmente mercancías destinadas
a atender la finalidad específica del evento que determine su corta
permanencia en el país.

Para la importación temporal de mercancías destinadas a eventos
culturales, educativos, científicos, artísticos o deportivos no se exigirá la
constitución de garantía.

Artículo 29. Finalizado el evento de frontera, los participantes proce-
dentes del otro país reexportarán las mercancías y en el caso de que se
conviertan en importación definitiva, deberán pagar los gravámenes
correspondientes.

Artículo 30. Los bienes y mercancías a ser importados deberán
ingresar exclusivamente a través de los pasos de frontera, puertos y
aeropuertos habilitados por las Partes.

Artículo 31. Una vez que la entidad oficial del país sede haya
autorizado la realización del evento, podrán importarse temporalmente
los bienes y mercancías a que hace referencia el artículo 28, hasta con 15
días calendario antes de la fecha de su inauguración.

Las autoridades aduaneras aplicarán las medidas del caso a fin de
facilitar el control de las mercancías.

CAPITULO III
Disposiciones comunes

Artículo 32. Las autoridades de migración, aduana, policía, tránsito,
transporte, sanidad agropecuaria, turismo, salud y cultura prestarán las
facilidades necesarias para el ingreso y tránsito de las personas, mercan-
cías, vehículos, naves y aeronaves a las ferias y eventos de frontera.

Artículo 33. El ingreso y tránsito de personas, vehículos, naves y
aeronaves que transporten mercancías destinadas a ferias o eventos de
frontera, se regirá por los convenios vigentes sobre la materia entre las
Partes, la normativa andina y la legislación nacional del país sede.

Artículo 34. La autoridad aduanera del país sede podrá ampliar el
plazo de permanencia de las mercancías que ingresaron a las ferias y
eventos de frontera, por razones de caso fortuito o fuerza mayor, hasta
cuando desaparezcan o se resuelvan los obstáculos o hasta cuando se
encuentren habilitadas para retornar.

Artículo 35. Ninguna disposición del presente Acuerdo será interpre-
tada como impedimento para la adopción y el cumplimiento de medidas
destinadas a la protección del patrimonio nacional de valor artístico,
histórico, arqueológico o cultural de ambas Partes.

Artículo 36. Las Partes podrán revisar el presente Acuerdo, a pedido
de cualesquiera de ellas, a fin de mejorar su aplicación y asegurar el logro
de los objetivos establecidos en este Acuerdo.

Artículo 37. El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha de canje
de las ratificaciones, y tendrá validez indefinida, salvo notificación
expresa en contrario realizada por cualesquiera de las Partes, por lo
menos, con tres meses de anticipación.

Artículo 38. Déjase sin efecto, a partir de la fecha de entrada en vigor
del presente instrumento, el Acuerdo sobre Régimen de Ferias y Eventos
Fronterizos suscrito el 18 de abril de 1990.
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En fe de lo cual, las Partes suscriben el presente Acuerdo en unidad de
acto, en dos ejemplares de idéntico tenor literal, en la ciudad de Quito, el
29 de septiembre del año 2000.

Por el Gobierno de la República del Ecuador,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Heinz Moeller Freile.

Por el Gobierno de la República de Colombia
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto».

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002.
APROBADO. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores (Fdo.),
Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República

del Ecuador y el Gobierno de la República de Colombia sobre Ferias y
Eventos de Frontera, suscrito en la ciudad de Quito, el veintinueve (29)
de septiembre del año dos mil (2000).

 Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el Acuerdo entre el Gobierno de la República del Ecuador
y el Gobierno de la República de Colombia sobre Ferias y Eventos de
Frontera, suscrito en la ciudad de Quito, el veintinueve (29) de septiem-
bre del año dos mil (2000), que por el artículo 1° de esta ley se aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los...
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscritos

Ministros de Relaciones Exteriores y de Comercio, Industria y Turismo.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,
Jorge Botero Angulo.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dispuesto

en los artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución
Política de la República de Colombia, presentamos a consideración del
honorable Congreso de la República el Proyecto de Ley por medio de la
cual se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República del
Ecuador y el Gobierno de la República de Colombia sobre Ferias y
Eventos de Frontera, suscrito en la ciudad de Quito, el veintinueve (29)
de septiembre del año dos mil (2000).

I. CONSIDERACIONES PREVIAS

Uno de los objetivos principales de la política exterior colombiana es
la diversificación y profundización de sus relaciones políticas, económi-
cas, culturales, técnicas, científicas y educativas en el ámbito bilateral y
multilateral, con el propósito de alcanzar un comercio más amplio, lograr
una mayor presencia internacional, promoviendo de manera real la
inserción de Colombia en la dinámica económica, científica, educativa,
técnica y cultural, en el marco de organismos internacionales, de la
Comunidad Andina de Naciones y, brindando especial atención a las
distintas materias de que se ocupa la agenda bilateral con los países
limítrofes.

El proceso de integración económica ideado a través del Acuerdo de
Cartagena busca primordialmente que los países miembros alcancen un
desarrollo armónico y equilibrado, aceleren su crecimiento y logren la
formación de un mercado común latinoamericano.

Así mismo, el Acuerdo de Cartagena busca disminuir la vulnerabili-
dad externa y mejorar la posición de los países miembros en el contexto
económico internacional, fortalecer la solidaridad subregional y reducir
las diferencias de desarrollo existentes entre ellos.

Este proceso de integración económica, pretende ir más allá de los
aspectos netamente comerciales; busca también, alcanzar un mejora-
miento persistente en el nivel de vida de los habitantes de la subregión.
Por ello, son gratamente aceptadas todas las iniciativas que planteen los
distintos países que tengan como propósito mejorar las condiciones
económicas, artísticas, deportivas y toda expresión cultural de sus
habitantes.

Una de esas iniciativas se ve plasmada en el Acuerdo sobre Ferias y
Eventos de Frontera suscrito por los Gobiernos de Colombia y del
Ecuador el 29 de septiembre de 2000, que en esta oportunidad se somete
a Consideración del honorable Congreso de la República, ya que dicho
instrumento internacional busca resaltar todas aquellas actividades que
tienen por finalidad contribuir al desarrollo de la Zona de Integración
Fronteriza Colombo-Ecuatoriana, principalmente para la promoción del
comercio y del turismo, estableciendo condiciones favorables para la
realización de las ferias y otros eventos, tales como en lo relacionado con
la importación temporal de mercancías de un país a otro y su uso,
consumo o distribución gratuita dentro del recinto ferial.

II. PRINCIPALES ASPECTOS REGULADOS POR EL
CONVENIO

De acuerdo con el artículo 1°, el ámbito de aplicación del Acuerdo se
circunscribe a la zona de integración fronteriza Colombo-Ecuatoriana, la
cual comprende las provincias ecuatorianas de Esmeraldas, Carchi,
Imbabura, Napo, Sucumbíos, Orellana y Manabí; y los departamentos
colombianos de Amazonas, Cauca, Huila, Nariño y Putumayo. Su
finalidad es la de contribuir al desarrollo de dicha zona para promover el
comercio y el turismo (artículo 2°).

El artículo 3° se ocupa de una serie de definiciones, lo cual permite
establecer el alcance de los términos empleados en el instrumento y
facilita la ejecución del mismo.

En el artículo 5°, las Partes designan las autoridades encargadas de
expedir la autorización para la realización de las ferias de frontera. Los
artículos 6°, 7° y 8° hacen referencia a los requisitos que deben cumplir
los administradores u organizadores de las ferias, el contenido del
reglamento de estas y la duración de las mismas, respectivamente.

En los artículos 9° y 10, se determina quiénes pueden ser organizado-
res de las ferias y su responsabilidad frente al desarrollo de las mismas.

Los artículos 12 y 13 señalan de manera general el tipo de mercancías
o productos que pueden ser importados temporalmente al recinto ferial,
los requisitos y el procedimiento para su importación al territorio de la
Parte donde se lleva a cabo la feria, así como el pago de los derechos de
importación de dichas mercancías.

Tan pronto como entre en vigor el Acuerdo, a la luz de sus artículos
16, 17 y 18, las autoridades Aduaneras del país sede del evento, aplicarán
las medidas necesarias para facilitar el control de las mercancías, de la
liquidación de los impuestos aplicables a aquellas que son objeto de
reexportación por no haber sido vendidas, y del plazo para que los
expositores las retiren del territorio sede del evento a la finalización del
mismo.

Finalmente, el Capítulo II, contiene disposiciones relativas a las
autoridades competentes de los dos países para autorizar la realización de
eventos de carácter cultural, educativo, científico, artístico y deportivo;
sobre los requisitos necesarios para su realización, lo relacionado con el
reglamento interno del evento y el tiempo de duración; las personas que
pueden ser sus organizadores y sobre su responsabilidad frente a los
mismos; así como lo relativo al tratamiento aduanero por el ingreso y
salida de mercancías o equipos necesarios para su realización y de
aquellos que se conviertan en importación definitiva.

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno Nacional, a través de
la Ministra de Relaciones Exteriores y del Ministro de Comercio,
Industria y Turismo, solicita al honorable Congreso Nacional que aprue-
be el Acuerdo entre el Gobierno de la República del Ecuador y el
Gobierno de la República de Colombia sobre Ferias y Eventos de
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Frontera, suscrito en la ciudad de Quito, el veintinueve (29) de septiem-
bre del año dos mil (2000).

De los honorables Senadores y Representantes,
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,
Jorge Botero Angulo.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el Ministerio
de Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República
del Ecuador y el Gobierno de la República de Colombia sobre Ferias y
Eventos de Frontera, suscrito en la ciudad de Quito, el veintinueve (29)
de septiembre del año dos mil (2000).

 Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el Acuerdo entre el Gobierno de la República del Ecuador
y el Gobierno de la República de Colombia sobre Ferias y Eventos de
Frontera, suscrito en la ciudad de Quito, el veintinueve (29) de septiem-
bre del año dos mil (2000), que por el artículo 1° de esta ley se aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese y cúmplase.

Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al
artículo 241-10 de la Constitución Política.

Dada en Bogotá, D. C., a 21 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

Jorge Humberto Botero Angulo.

LEY 895 DE 2004

(julio 21)

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de Cooperación Económica, Científica, Educativa, Técnica

y Cultural entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de Malasia”, dado en Putrajaya,

el primero (1°) de marzo de dos mil uno (2001).

El Congreso de la República,
Visto el texto del Acuerdo de Cooperación Económica, Científica,

Educativa, Técnica y Cultural entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de Malasia, dado en Putrajaya, el primero (1°)
de marzo de dos mil uno (2001), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).

PROYECTO DE LEY NUMERO 208 DE 2003 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de Cooperación
Económica, Científica, Educativa, Técnica y Cultural entre el Gobierno

* * *
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de la República de Colombia y el Gobierno de Malasia”, dado  en
Putrajaya, el primero (1°) de marzo de dos mil uno (2001).

 El Congreso de la República,
Visto el texto del Acuerdo de Cooperación Económica, Científica,

Educativa, Técnica y Cultural entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de Malasia, dado en Putrajaya, el primero (1°)
de marzo de dos mil uno (2001), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).

«ACUERDO DE COOPERACION ECONOMICA,
CIENTIFICA, EDUCATIVA, TECNICA Y CULTURAL

ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA
Y EL GOBIERNO DE MALASIA

EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y
EL GOBIERNO DE MALASIA quienes de ahora en adelante se
llamarán “la Parte Contratante” y, colectivamente como “las Partes
Contratantes”,

DESEOSOS de fortalecer los vínculos de amistad existentes entre los
dos países y de desarrollar la cooperación en los campos económico,
científico, educativo, técnico y cultural,

CONSIDERANDO que dicha cooperación podría beneficiar sus
intereses mutuos e incrementaría el desarrollo económico y social de
ambos países,

ACUERDAN LO SIGUIENTE:
ARTICULO 1

Las Partes Contratantes sujetas a las políticas, leyes y reglamentacio-
nes vigentes dentro de sus respectivos países, podrán emprender para su
propio beneficio la promoción y fortalecimiento del desarrollo económi-
co, científico, educativo, técnico y cultural entre los dos países.

ARTICULO 2
Las Partes Contratantes determinarán conjuntamente las áreas de

interés mutuo, con respecto a los campos económico, científico, técnico,
educativo, y cultural.

ARTICULO 3
Las Partes Contratantes se esforzarán por promover y facilitar el

intercambio de expertos entre ambos países, al igual que información
relativa a los campos de competencia del presente Acuerdo.

ARTICULO 4
Cada una de las Partes establecerá, en su ámbito de competencia, los

mecanismos requeridos para la consulta, coordinación y participación de
los sectores interesados en la cooperación prevista a ejecutarse en
desarrollo del presente Acuerdo.

ARTICULO 5
Las Partes acuerdan establecer una Comisión Mixta, que se reunirá

cada (2) dos años en fechas convenidas mutuamente, para definir un
programa de trabajo, en el cual se establecerán las líneas de acción a
desarrollar, en los campos de competencia del presente Acuerdo, las
cuales quedarán reflejadas en el Acta correspondiente.

ARTICULO 6
1. Cada una de las Partes Contratantes se comprometerá a observar la

confidencialidad de los documentos, la información y otros datos recibi-
dos durante el desarrollo del presente Acuerdo cuando así sea expresa-
mente solicitado y señalado en el material correspondiente, por cualquie-
ra de las Partes.

2. Las Partes Contratantes garantizan el cuidado apropiado y efectivo
de los derechos de propiedad intelectual, generados o aplicados durante
la ejecución de las actividades de cooperación establecidas en virtud del
presente Acuerdo, conforme a su legislación nacional y los acuerdos
internacionales aplicables, de los cuales ambas Partes Contratantes
también son partes.

ARTICULO 7
El presente Acuerdo podrá ser modificado por interés de las Partes,

mediante reuniones de sus delegados o intercambio de notas diplomáti-

cas. Las modificaciones que se acuerden serán parte integral del texto del
Acuerdo.

ARTICULO 8
Por razones de seguridad, orden público o salud pública cada una de

las Partes Contratantes se reserva el derecho de suspender la aplicación
del presente Acuerdo en las zonas geográficas afectadas, mientras dure
esa situación, el cual será efectivo (30) treinta días después de que la
notificación haya sido entregada a la otra Parte Contratante a través de la
vía diplomática.

ARTICULO 9
Cualquier desacuerdo o controversia surgida de la interpretación o

aplicación de cualquiera de las disposiciones de este Acuerdo, deberá ser
dirimida amigablemente a través de la vía diplomática.

ARTICULO 10
1. Este Acuerdo entrará en vigor en la fecha de recibo de la última

notificación por la cual las Partes Contratantes se informan entre sí por
vía diplomática, que sus respectivos requerimientos constitucionales
para ejecutar el presente Acuerdo, se han cumplido.

2. Este Acuerdo permanecerá en vigor por un período de (5) cinco años
y este será renovado automáticamente por períodos sucesivos de cinco
años, a menos que cualquiera de las Partes Contratantes informe a la otra
mediante aviso escrito, 6 meses antes, su intención de terminar con el
presente Acuerdo.

La expiración o terminación de este Acuerdo no afectará las disposi-
ciones de cualquier protocolo, acuerdo, convención o contrato celebrado
en virtud del mismo. Según este Convenio, dichas disposiciones seguirán
rigiendo cualquier obligación o proyecto existente e incompleto, asumi-
do o comenzado bajo este Acuerdo. Tales obligaciones o proyectos se
llevarán a cabo hasta su finalización, a menos que se acuerde de otro
modo.

EN FE DE LO CUAL, los suscritos, debidamente autorizados por sus
Gobiernos respectivos, han estampado sus firmas en el presente Acuerdo.

DADO en Putrajaya, el día primero (1°) de marzo de dos mil uno
(2001) en tres originales, en idiomas español, inglés y malayo, siendo los
tres textos igualmente válidos. En caso de cualquier divergencia, el texto
en inglés prevalecerá.

Por el Gobierno de la República de Colombia, (firma ilegible).
Por el Gobierno de Malasia, (firma ilegible)».

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 7 de marzo de 2002.
APROBADO. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores (Fdo.),
Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Acuerdo de Cooperación Económica,

Científica, Educativa, Técnica y Cultural entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de Malasia, dado en Putrajaya, el
primero (1°) de marzo de dos mil uno (2001).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el Acuerdo de Cooperación Económica, Científica,
Educativa, Técnica y Cultural entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de Malasia, dado en Putrajaya, el primero (1°)
de marzo de dos mil uno (2001), que por el artículo 1° de esta ley se
aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el
vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los...
Presentado al honorable Congreso de la República por la suscrita

Ministra de Relaciones Exteriores.
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La Ministra de Relaciones Exteriores,
Carolina Barco Isakson.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los

artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política
de Colombia, presento a consideración del honorable Congreso de la
República el Proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el
Acuerdo de Cooperación Económica, Científica, Educativa, Técnica
y Cultural entre el Gobierno de la República de Colombia y el
Gobierno de Malasia, dado en Putrajaya, el primero (1°) de marzo de
dos mil uno (2001).

1. CONSIDERACIONES PREVIAS

Uno de los objetivos principales de la política exterior colombiana es
la diversificación y profundización de sus relaciones tanto políticas,
económicas culturales, técnicas y educativas a nivel bilateral y en los
organismos regionales con el propósito de alcanzar un comercio más
amplio, lograr una mayor presencia internacional promoviendo de mane-
ra real la inserción de Colombia en la dinámica económica, científica,
educativa, técnica y cultural de la Cuenca del Pacífico, entre otras
regiones.

Dentro del Plan Estratégico de Exportación, Asia es uno de los pilares
de Colombia para estrechar las relaciones y los vínculos comerciales con
la región pacífica. Malasia pertenece a Asia Suroriental, es miembro de
ASEAN (Asociación de Países del Sureste Asiático) y dentro de ese
grupo de países ocupa el segundo lugar tanto en las importaciones como
en las exportaciones de esa región después de Singapur.

Dentro de estas estrategias, los acuerdos bilaterales deben dar priori-
dad a aquellos países que por su desarrollo, presenten oportunidades para
atraer inversión productiva a Colombia, así como posibilitar la transfe-
rencia de tecnología esperando con ello la diversificación de mercados y
productos, y el acceso a nuevas tecnologías que impulsen el desarrollo
del país y concretamente del Litoral Pacífico colombiano.

a) Datos básicos de Malasia

Malasia se encuentra localizado en el sureste asiático en un área de
329.750 kilómetros cuadrados y una población de aproximadamente 24
millones de personas. Es una monarquía constitucional a la cabeza de Su
Majestad the Yang di-Pertuan Agong y del Primer Ministro desde 1981,
el señor Datuk Mahatir bin Mohamad, quien es también el Presidente de
la Organización Nacional de Malayos Unidos (UMNO) a su vez integran-
te de la coalición Barisan Nacional actualmente en el poder con las dos
terceras partes de las curules del parlamento bicameral. Es un país
islámico moderado, multirracial y pluriétnico.

b) Economía de Malasia

La economía malasia constituye un sistema mixto con gran interacción
entre los sectores público y privado que le ha permitido registrar en la
última década un notable récord de crecimiento promedio de 10% anual.
Para el año 2001 las exportaciones alcanzaron los US$97.900 millones
y un ingreso per cápita de US$10.300, un crecimiento del PIB para el
2000 de 8.6%. En el año 2001 el crecimiento económico se estima en 5%
aproximadamente debido a la baja en la demanda en productos electró-
nicos especialmente por parte de Estados Unidos. Sin embargo, estos
datos demuestran que el país se sobrepuso con éxito a los efectos de la
crisis de 1997 y que retomó con éxito la senda del crecimiento. Para el
2002, según estimaciones, continuará el crecimiento sostenido.

Para hacer frente a la crisis financiera de 1997, el Gobierno de Malasia
criticó abiertamente a los especuladores internacionales de divisas como
grandes causantes de ella. El Gobierno aplicó medidas heterodoxas para
la superación de la crisis financiera, como el sostenimiento de la tasa de
cambio fija frente al dólar. Para el año 2000 ya había alcanzado un índice
de inflación bajo, la balanza de pagos con un superávit récord, unas
reservas internacionales fuertes y una economía en pleno empleo.

La crisis le enseñó a Malasia que debía reforzar la demanda interna
–mediante la aplicación de políticas monetarias y fiscales expansivas–,
que evitara en el futuro crisis derivadas de una excesiva dependencia del
sector externo. El país ha estado aplicando políticas de fortalecimiento
del sector financiero nacional que le permitan ser más dinámico, innova-
dor y capaz de apoyar el crecimiento, particularmente de las nuevas

actividades económicas. Las rápidas transformaciones de la economía
global han obligado al gobierno a dar los primeros pasos encaminados
hacia la transición de una economía de producción manufacturera a otra
basada en la tecnología y el conocimiento para asegurar que el país siga
siendo competitivo a nivel internacional.

c) Cooperación económica regional

Foro de Cooperación América Latina-Asia del Este, Focalae. Este
mecanismo birregional que agrupa 15 países asiáticos y 15 latinoameri-
canos1. Las actividades del Foro avanzan a través de tres grupos de
trabajo sobre Política y Cultura, Educación, Ciencia y Tecnología, y
Economía y Sociedad. Una delegación malasia de alto nivel participó en
la IV Senior Officials Meeting en Bogotá entre el 26 y 28 de noviembre
de 2002. En dicha oportunidad se revisaron las actividades de los grupos
de trabajo y se preparó la próxima reunión ministerial, prevista para el
año 2003 en Manila.

Asia-Pacific Economic Cooperation, APEC. Este mecanismo surgió
en 1989, con el propósito de promover el comercio y las inversiones en
la Cuenca del Pacífico. Reúne economías de toda el área2. Colombia
presentó la solicitud de ingreso en varias oportunidades después de 1995;
sin embargo, este propósito no pudo llevarse a cabo en razón de la
decisión adoptada por el grupo en 1997 de suspender por 10 años el
estudio de aceptación de nuevos miembros. Mientras tanto, Colombia
viene participando como país invitado en los grupos de trabajo de
energía, telecomunicaciones y comercio. Conviene reiterar el interés
colombiano de acceder a APEC como miembro pleno.

Malasia sostiene que APEC ha de ser un foro abierto a todos los países
con costas sobre el Pacífico en donde los fuertes deben apoyar a los países
débiles. También se ha referido a un “criterio discriminatorio” en APEC
para incluir a unos países y excluir a otros, por lo que en principio apoya
la aspiración colombiana de formar parte de ese organismo.

Pacific Economic Cooperation_Council, PECC. Creado en 1980 por
iniciativa de Japón y Australia con el fin de establecer un mecanismo
regional tripartito independiente para promover la cooperación económi-
ca con base en los mecanismos del mercado. Su naturaleza tripartita
congrega en su seno a los gobiernos, a la empresa privada y a la academia.
Colombia es miembro pleno de este organismo desde 1994. En las
reuniones de los tres foros en que actualmente se divide el PECC para el
desarrollo de sus actividades: Financiero, Comercial y la Construcción
de Comunidad del Pacífico, Colombia ha coincidido y encontrado
sinergias con Malasia.

Pacific Bassin Economic Cooperation, PBEC. Es un organismo
conformado por representantes de la empresa privada que busca median-
te la cooperación crear ambientes favorables para los negocios y la
inversión entre las empresas de las economías que pertenecen a él, a favor
de un sistema multilateral abierto a través de la OMC. Colombia participa
en este organismo desde 1994 bajo el liderazgo de la Cámara de
Comercio de Bogotá.

d) Relaciones bilaterales

Las relaciones diplomáticas entre los dos países se establecieron el 19
de agosto de 1987. Hasta el 18 de noviembre de 1994, la Embajada de
Colombia en Yakarta era concurrente para Malasia, la embajada en Kuala
Lumpur abrió sus oficinas en 1993.

Los diálogos entre los dos países se han concentrado primordialmente
en el marco de los grandes foros internacionales, como las Naciones
Unidas, incluida la mayor parte de sus organismos especializados, el
Movimiento de los No Alineados y recientemente en el Consejo de
Cooperación Económica en el Pacífico, PECC, al cual Colombia ingresó
en 1994 en Kuala Lumpur, gracias, entre otros factores, al apoyo de
Malasia. Dentro de este contexto Colombia y Malasia coinciden en temas
susceptibles de cooperación como son: medio ambiente, Cuenca del
Pacífico, comercio, tecnología, lucha contra el narcotráfico.

A pesar del incremento de las intercambios económicos y comerciales
en los últimos años, gracias a las importaciones de maquinaria y equipo,

1 Miembros de Focalae: Argentina, Australia, Bolivia, Brasil, Brunéi Darussalam, Camboya,
Colombia, Corea, Costa Rica, Cuba, Chile, China, Ecuador, El Salvador, Filipinas, Indonesia,
Japón, Laos, Malasia, México, Myanmar, Nueva Zelandia, Panamá, Paraguay, Perú, Singapur,
Tailandia, Uruguay, Venezuela y Vietnam.

2 Miembros de APEC: Australia, Brunéi Darussalam, Canadá, Chile, R. P. China, Corea, Estados
Unidos, Filipinas, Hong Kong Chino, Indonesia, Japón, Malasia, México, Nueva Zelandia,
Papúa Nueva Guinea, Perú, Rusia, Singapur, Tailandia, Taipei Chino, Vietnam.
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de la industria automotriz, de productos de industria liviana y básica y al
aumento de las exportaciones de productos primarios, agropecuarios y de
la industria liviana, las cifras son aún pequeñas. Para el año 2000, las
importaciones de Colombia procedentes de Malasia tuvieron un monto
de US$8.885.000 mientras las exportaciones de Colombia a ese país
fueron de US$1.269.000. Estas cifras comparadas con el año 1999, donde
las importaciones fueron de US$5.442.998 y las exportaciones, de
US$854.677, muestran un leve aumento en el intercambio comercial.

Dentro de las alternativas para recuperar el agro colombiano, figura el
cultivo de la palma de aceite el que es altamente rentable, ofrece amplias
oportunidades de empleo rural, abre las puertas hacia el desarrollo
industrial a través de la oleoquímica, y sus productos tienen una demanda
mundial creciente, al punto de que al finalizar la próxima década, se espera
un requerimiento adicional de siete millones de toneladas anuales de aceite.
Esto representa cerca de un 45% de la producción mundial actual que muy
difícilmente se podrá suplir, aunque se comenzaran de inmediato siembras
masivas en diversas partes del mundo. Malasia es el mayor productor de este
tipo de aceite y sus avances en la oleoquímica son notables.

Hasta el momento se han realizado algunas visitas recíprocas de
misiones empresariales (de industriales del Valle del Cauca a Malasia y
del Grupo Empresarial Masscorp a Colombia) y existen interesantes
perspectivas de cooperación en materias tales como la producción de
palma de aceite y en la industria petroquímica y del caucho.

En septiembre de 1997, el Ministro de Industrias Primarias de Malasia,
Dato’ Seri Dr. Lim Keng Yaik, realizó una visita a Colombia, acompa-
ñado por una delegación de empresarios del sector de la palma de aceite.
El objetivo de la visita fue participar en la XII Conferencia Internacional
de Palma de Aceite, celebrada en Cartagena. Como resultado de la visita,
Malasia prometió enviar una misión para estudiar las áreas más apropia-
das para la extensión de los cultivos de palma de aceite en Colombia. La
mencionada misión vino a Colombia entre el 29 de marzo y el 9 de abril
de 1998 y visitó el Magdalena Medio, los Llanos Orientales y Tumaco.

En enero de 1998, María Emma Mejía Vélez, entonces Ministra de
Relaciones Exteriores de Colombia, realizó una visita oficial a Malasia,
la cual permitió avanzar en la consolidación del proyecto de ampliación
de los cultivos de palma de aceite en Colombia, proceso iniciado por los
contactos existentes desde hace ya varios años entre los empresarios del
sector de los dos países e incentivado por la visita a Colombia en 1997 del
Ministro de Industrias Primarias de Malasia. Con este objetivo la señora
Ministra efectuó una visita de campo a una plantación de palma de aceite
y a las instalaciones de una industria oleoquímica.

Por su parte, el Embajador Arturo Infante adelantó hasta su retiro en
febrero de 2002, varias propuestas para vincular al Gobierno y a los
empresarios de Malasia al proceso de paz, de manera especial a los
programas para ampliar el área sembrada de palma africana.

En febrero de 1999, ante el Embajador Arturo Infante y el Secretario
General de Industrias Primarias, firmaron un Memorando de Entendi-
miento a través del cual los dos países acuerdan propender por la
promoción y modernización de la infraestructura científica y técnica en
el campo de la producción de aceite de palma y sus derivados en
Colombia. También en este campo, Colombia fue admitida en la lista de
países elegibles para participar en los cursos de capacitación ofrecidos en
el Programa de Cooperación Técnica de Malasia en abril de este año, uno
de los cuales es de diplomacia.

De otra parte, en enero de 1999, en el marco de las actividades de
cooperación se dio la visita a Malasia del Ministro de Agricultura de
Colombia, Carlos Murgas Guerrero, al frente de una delegación integra-
da entre otros por el Director General de Fedepalma y el Director de
Coinvertir.

Entre el 3 y 5 de marzo de 2002, visitó nuestro país una delegación
mixta de Malasia compuesta por miembros del Gobierno y empresarios
privados vinculados a las diferentes etapas de la cadena productiva de la
palma de aceite, encabezada por el Viceministro de Industrias Primarias
de Malasia, Datuk Anifah Aman.

La delegación cumplió una amplia agenda que incluyó una audiencia
con el señor Presidente Andrés Pastrana Arango, encuentros con los
Ministros de Comercio Exterior, Desarrollo y Agricultura, con el Jefe del
Departamento Nacional de Planeación y con empresarios privados de

gremios del cultivo y de derivados de la palma de aceite, quienes
mostraron un positivo panorama para la inversión extranjera y las
grandes oportunidades de negocios que hay en Colombia. En la reunión
del Ministerio de Agricultura se firmó entre la empresa Malaysian Palm
Oil Board (MPBO) y Fedepalma el contrato para la adquisición por esta
última de 1.3 millones de semillas de palma de aceite.

Por último, para el primer trimestre de 2003 se espera el pronuncia-
miento de las autoridades del Programa de Cooperación Técnica Malasio
en torno a los requisitos que deben cumplir los estudiantes colombianos
que aspiren a cursar estudios en Malasia. Area esta de especial interés
para los industriales del aceite de palma en Colombia.

2. IMPORTANCIA DEL ACUERDO DE COOPERACION

El instrumento internacional que en esta oportunidad se somete a
consideración del honorable Congreso de la República, fue suscrito por
el doctor Guillermo Fernández de Soto, Ministro de Relaciones Exterio-
res de la época, sin que para tal acto se hiciera necesaria la presentación
de plenos poderes, de acuerdo con el artículo 7° de la Convención de
Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969.

El acuerdo constituye el marco general de la cooperación entre los
dos países, cuya ratificación y efectiva ejecución fortalecerá los
vínculos de amistad existentes entre los dos países en el ámbito
económico, científico, educativo, técnico y cultural, en beneficio de
sus mutuos intereses a propósito de incrementar su desarrollo econó-
mico y social. Una forma específica de cooperación, consiste en el
intercambio de expertos entre ambos países, en cada uno de los
campos en los que se prevé la cooperación.

De acuerdo con lo dispuesto en su artículo 4°, cada una las Partes,
en el ámbito de su competencia, establecerá los mecanismos requeri-
dos para la consulta, coordinación y participación de los sectores
interesados en la cooperación. Es importante resaltar, que una vez
determinados los sectores que requieren la cooperación, las Partes
deberán suscribir los acuerdos o instrumentos complementarios nece-
sarios para desarrollar el Convenio y materializar así la cooperación,
en los que se tendrá en cuenta el proyecto a desarrollar y los aportes
o compromisos específicos de cada una de las partes.

Otro aspecto importante, consiste en el establecimiento de una
Comisión Mixta que se reunirá cada dos años para definir el programa
de trabajo en el que se establecerán las líneas de acción por desarrollar
en los campos de aplicación del Acuerdo.

Se destaca que la ejecución de los programas de cooperación se
hará con sujeción a las políticas, leyes y reglamentos vigentes en cada
una de las Partes; que se observará la confidencialidad de los docu-
mentos y cualquier otra información recibida en desarrollo del Con-
venio siempre que haya solicitud expresa y señalada en el material
correspondiente, y finalmente, el compromiso para garantizar el
cuidado apropiado y efectivo de los derechos de propiedad intelectual
generados o aplicados durante la ejecución de cualquiera de las
actividades de cooperación.

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno Nacional, cons-
ciente de los beneficios que para Colombia se pueden derivar de la
ejecución del presente Acuerdo de Cooperación, a través de su
Ministra de Relaciones Exteriores, solicita al honorable Congreso de
la República, aprobar el Acuerdo de Cooperación Económica, Cien-
tífica, Educativa, Técnica y Cultural entre el Gobierno de la Repúbli-
ca de Colombia y el Gobierno de Malasia, dado en Putrajaya, el
primero (1°) de marzo de 2001.

De los honorables Senadores y Representantes,

La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

LEY 424 DE 1998

(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
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DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería

presentará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones
Exteriores de Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días
calendario posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de
julio, un informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo
y desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y reque-
rir la reciprocidad en los mismos, trasladará la información perti-
nente al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisio-
nes Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará
como anexo a cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 7 de marzo de 2002
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales

(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase el Acuerdo de Cooperación Económica,

Científica, Educativa, Técnica y Cultural entre el Gobierno de la

República de Colombia y el Gobierno de Malasia, dado en Putrajaya, el
primero (1°) de marzo de dos mil uno (2001).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el Acuerdo de Cooperación Económica, Científica,

Educativa, Técnica y Cultural entre el Gobierno de la República de

Colombia y el Gobierno de Malasia, dado en Putrajaya, el primero (1°)
de marzo de dos mil uno (2001), que por el artículo 1° de esta ley se
aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el
vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese y cúmplase.

Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al
artículo 241-10 de la Constitución Política.

Dada en Bogotá, D. C., 21 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Cultura,

María Consuelo Araújo Castro.

LEY 896 DE 2004
(julio 21)

por medio de la cual se aprueba el Convenio entre la República de Colombia y el Gobierno

de la República de Bolivia para la Recuperación de Bienes Culturales y otros Específicos Robados,

Importados o Exportados Ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días

del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

El Congreso de la República
Visto el texto del Convenio entre la República de Colombia y el

Gobierno de la República de Bolivia para la Recuperación de Bienes
Culturales y Otros Específicos Robados, Importados o Exportados
Ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes
de agosto del año dos mil uno (2001), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).

PROYECTO DE LEY NUMERO 212 DE 2003 SENADO
por medio de la cual se aprueba el Convenio entre el Gobierno de la

República de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la
Recuperación de Bienes Culturales y otros Específicos Robados, Impor-
tados o Exportados Ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a los
veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

El Congreso de la República
Visto el texto del Convenio entre el Gobierno de la República de

Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la Recuperación

* * *
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de Bienes Culturales y Otros Específicos Robados, Importados o Expor-
tados Ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días
del mes de agosto del año dos mil uno (2001), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).

“CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA
DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA
DE BOLIVIA PARA LA RECUPERACION DE BIENES
CULTURALES Y OTROS ESPECIFICOS ROBADOS,
IMPORTADOS O EXPORTADOS ILICITAMENTE

La República de Colombia y la República de Bolivia, en adelante
denominadas las “Partes”,

Reconociendo la importancia de proteger el patrimonio cultural de
ambos países;

Teniendo en cuenta otros mecanismos internacionales de defensa del
patrimonio cultural, como la Convención de la Unesco de 1970 sobre las
medidas a adoptarse de Prohibir e Impedir la Importación, Exportación
y Transferencia Ilícitas de Bienes Culturales; y la Decisión 460 sobre la
protección y recuperación de bienes culturales del patrimonio arqueoló-
gico, histórico, etnológico, paleontológico y artístico de la Comunidad
Andina;

Reconociendo que la importación, exportación o transferencia ilícita
de bienes culturales constituyen un grave perjuicio en la preservación y
conservación del Patrimonio Cultural, afectando irreversiblemente al
legado histórico de ambas naciones como base de sus identidades;

Admitiendo que la colaboración entre ambos Estados Parte para la
recuperación de bienes culturales y otros específicos robados, importa-
dos, exportados o transferidos ilícitamente constituye uno de los medios
más eficaces para proteger y reconocer el derecho propietario originario
de cada nación sobre sus bienes culturales respectivos;

Deseando establecer normas comunes que permitan la recuperación
de bienes culturales, en los casos que estos hayan sido robados, impor-
tados, exportados o transferidos ilícitamente;

Han acordado lo siguiente:
ARTICULO I

1. Ambos Estados Partes se comprometen a prohibir e impedir el
ingreso en sus respectivos territorios, de bienes culturales y otros espe-
cíficos provenientes de la otra Parte contratante.

2. Sólo podrán ser aceptados temporalmente, por cualquiera de los
Estados Partes, aquellos bienes culturales y patrimoniales que cuenten
con la respectiva certificación y permiso expreso de las Partes, de
acuerdo con las disposiciones legales de cada país.

3. Cuando el Estado receptor evidencie la inexistencia de la autoriza-
ción certificada y expresa en los bienes culturales importados y transfe-
ridos ilícitamente, denunciará al Estado de procedencia el ingreso de los
mismos, procediendo a su inmediato decomiso preventivo.

4. Para los efectos del presente Convenio, se denominan “bienes
culturales patrimoniales y otros específicos” a los que establecen las
legislaciones internas de cada país en forma enunciativa y no limitativa.

5. A los efectos del presente Convenio se entenderá por bienes
culturales entre otros los siguientes:

a) Los objetos arqueológicos procedentes de las culturas precolombi-
nas de ambos países, incluyendo elementos arquitectónicos, esculturas,
piezas de cerámica, trabajos en metal, textiles y otras evidencias materia-
les de la actividad humana o fragmentos de estos;

b) Objetos y colecciones paleontológicos ya sea que estén clasificados
y con certificación de origen de cualquiera de las Partes o no;

c) Los objetos o fragmentos de piezas de arte, de culto religioso y/o
profano de la época colonial y republicana protegidos por la legislación
de ambos países;

d) Los documentos provenientes de archivos oficiales de los Gobier-
nos centrales, estatales, regionales, departamentales, prefecturales, mu-
nicipales y de otras entidades de carácter público de acuerdo con las leyes
de cada parte, que sean de propiedad de estos o de organizaciones

religiosas a favor de las cuales ambos Gobiernos están facultados para
actuar;

e) Antigüedades tales como monedas, inscripciones y sellos grabados
de cualquier época y que los respectivos países consideren como inte-
grantes de su patrimonio cultural;

f) Bienes de interés artístico tales como cuadros, pinturas, dibujos
hechos enteramente a mano sobre cualquier soporte o en cualquier
material, y la producción de originales de arte estatuario y de escultura en
cualquier material, grabados, estampados y litografías originales;

g) Manuscritos raros e incunables, libros, documentos y publicaciones
de interés histórico, artístico, científico, literario, etc., sean sueltos o en
colecciones;

h) Sellos de correos, sellos fiscales y análogos sueltos en colecciones;
i) Archivos y material fonográfico, fotográfico y cinematográfico, en

poder de entidades oficiales o privadas, protegidos por la legislación de
cada país;

j) Muebles y/o mobiliario incluidos instrumentos de música de interés
histórico y cultural, con una antigüedad de 50 años;

k) Material etnológico de uso ceremonial y utilitario como tejidos, arte
plumario y otros.

6. Quedan igualmente incluidos los bienes culturales y documentales
de propiedad privada que cada Estado Parte considere y que estén
protegidos por la legislación nacional de cada Parte, sobre los cuales
deberá realizarse la respectiva valoración, inventario y registro ante las
entidades competentes.

ARTICULO II
1. A solicitud expresa, en forma escrita de las autoridades competentes

de la Administración cultural de una de las Partes, la otra empleará los
medios legales preestablecidos en su ordenamiento público para recupe-
rar y devolver desde su territorio los bienes culturales patrimoniales y
específicos que hubiesen sido robados, importados, exportados o trans-
feridos ilícitamente del territorio de la parte requirente.

2. A partir de la fecha del presente Convenio, los pedidos de recupe-
ración y devolución de bienes culturales patrimoniales previa acredita-
ción de origen, autenticidad y denuncia por las autoridades competentes
deberán formalizarse por los canales diplomáticos.

3. Los gastos inherentes a los servicios destinados para la recupera-
ción y devolución mencionados en el numeral anterior, serán sufragados
por la parte requirente.

ARTICULO III
1. Las Partes deberán informar a la otra de los robos de bienes culturales

que lleguen a su conocimiento, cuando exista razón para creer que dichos
objetos probablemente serán introducidos en el comercio internacional.

2. Las Partes se comprometen también a intercambiar información
técnica y legal relativa a los bienes culturales que son materia de robo y/o
tráfico ilícito, así como capacitar y difundir dicha información a sus
respectivas autoridades y policías de puertos, aeropuertos y fronteras,
para facilitar su identificación y la aplicación de medidas cautelares
coercitivas que correspondan en cada caso.

3. Las Partes se comprometen a intercambiar información destinada
a identificar a los sujetos que, en el territorio de cada una de ellas, hayan
participado en el robo, importación, exportación, transferencia ilícita y/o
conductas delictivas conexas.

4. Con este propósito y sobre la base de la investigación policial
realizada, deberá remitir a la otra parte suficiente información descriptiva
que permita identificar los objetos e igualmente quienes hayan participa-
do en el robo, venta, importación, exportación ilícita y/o conductas
delictivas conexas, así como esclarecer el modo operativo empleado por
los delincuentes.

5. Las Partes difundirán entre sus respectivas autoridades aduaneras
y policiales de puertos, aeropuertos, fronteras, información relativa a los
bienes culturales que hayan sido materia de robo y/o tráfico ilícito, con
el fin de facilitar su identificación y la aplicación de las medidas
cautelares correspondientes.
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6. Las Partes se comprometen así mismo, a realizar pasantías e
intercambiar información para actualizar conocimientos y coordinar
actividades bilaterales en la adopción de medidas para contrarrestar el
comercio ilícito de bienes culturales.

7. Las Partes se comprometen a intercambiar información relacionada
con los bienes que pueden circular libremente y que no estén cobijados
por las normativas de protección patrimonial de cada país, lo cual
facilitará los controles aduaneros al ingresar o salir de cada Estado Parte.

8. Los documentos provenientes de una de las Partes que deban ser
presentados en el territorio de la otra Parte, que se tramiten por medio de
las autoridades competentes, no requerirán autenticación o cualquier otra
formalidad análoga.

ARTICULO IV
Ambas Partes contratantes convienen en la exoneración total de

gravámenes aduaneros, de conformidad con su ordenamiento jurídico
Interno, durante el proceso de recuperación y devolución de los bienes
culturales patrimoniales hacia el país de origen en aplicación de lo
dispuesto en el presente Convenio.

ARTICULO V
Las Partes se notificarán por vía diplomática el cumplimiento de los

requisitos legales internos necesarios para la entrada en vigor del presen-
te Convenio. El Convenio entrará en vigor una vez se haya producido la
segunda de tales notificaciones.

ARTICULO VI
El presente Convenio regirá en forma indefinida. Cualquiera de las

Partes podrá denunciarlo mediante notificación escrita dirigida a la otra
parte, la cual entrará a regir a los 90 días de recibida esta última. Sin
perjuicio de lo anterior, las solicitudes iniciadas o presentadas con
fundamento en el presente Convenio y que estén en curso en el momento
de producirse la denuncia, continuarán ejecutándose hasta su normal
conclusión, salvo que las partes de común acuerdo dispongan otra cosa.

Suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de agosto del
año dos mil uno, en dos ejemplares originales, siendo ambos textos
igualmente auténticos.

Por el Gobierno de la República de Colombia,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

Por el Gobierno de la República de Bolivia,
El Ministro de Relaciones Exteriores y Culto,

Gustavo Fernández Saavedra”.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002.
APROBADO. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores (Fdo.),
Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Convenio entre el Gobierno de la República

de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la Recupe-
ración de Bienes Culturales y otros Específicos Robados, Importados o
Exportados Ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20)
días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el Convenio entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la Recuperación
de Bienes Culturales y otros Específicos Robados, Importados o Expor-
tados Ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días
del mes de agosto del año dos mil uno (2001), que por el artículo 1° de
esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los...
Presentado al honorable Congreso de la República por las suscritas

Ministras del Relaciones Exteriores y de Cultura.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Cultura
María Consuelo Araújo Castro.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos

150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia,
presentamos a consideración del honorable Congreso de la República el
Proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el Convenio entre el
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República de
Bolivia para la Recuperación de Bienes Culturales y otros Específicos
Robados, Importados o Exportados Ilícitamente, suscrito en la ciudad de
La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

La gran variedad de objetos que conforman el patrimonio cultural de
cada país son esenciales para la comprensión de la historia y para la
permanencia de la memoria colectiva de las sociedades, soporte funda-
mental de la identidad nacional.

Estas producciones y sus contextos, son testigos fehacientes del
devenir histórico del hombre, valiosa fuente de investigación y vínculo
entre el pasado, el presente y el futuro.

Sin embargo, es una realidad que estos testimonios se están perdiendo
por muchas razones, entre ellas el tráfico ilícito, considerado en la
reciente Cumbre de Las Américas celebrada en Quebec, como una
amenaza multidimensional a la seguridad de las sociedades.

Los gobiernos han reconocido la necesidad de fortalecer las estrate-
gias para impedir el tráfico ilícito de bienes culturales y se han compro-
metido en cooperar activamente, tanto en el nivel nacional como interna-
cional, para luchar contra este flagelo.

Basados en los principios de la cooperación internacional, la
Unesco y el Icom han promovido la adhesión a convenios multilaterales
y bilaterales que contribuyan a la protección del patrimonio cultural
de las naciones, constituido por los bienes culturales existentes en su
territorio.

La Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir
e impedir la importación, la exportación y la transferencia de propiedad
ilícitas de bienes culturales es el instrumento, a nivel internacional, más
eficaz para proteger los bienes culturales contra los peligros que contri-
buyen al empobrecimiento del patrimonio cultural de los países de
origen.

Considerando que la cooperación bilateral contribuye al desarrollo
y fortalecimiento de la Campaña Nacional contra el Tráfico Ilícito de
Bienes Culturales, promovida por el Ministerio de Cultura de Colom-
bia, en donde la cooperación bilateral y multilateral es fundamental
para proteger, no solo el patrimonio de Colombia, sino el de los demás
países.

Teniendo en cuenta lo anterior el Gobierno Nacional, a través de sus
Ministros de Relaciones Exteriores y de Cultura, solicita al honorable
Congreso de la República, aprobar el Convenio entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la
Recuperación de Bienes Culturales y otros Específicos Robados, Impor-
tados o Exportados Ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a los
veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

De los honorables Congresistas,

La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Cultura

María Consuelo Araújo Castro.
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 LEY 424 DE 1998

(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Convenio entre el Gobierno de la República

de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la Recupe-
ración de Bienes Culturales y otros Específicos Robados, Importados o
Exportados Ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20)
días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el Convenio entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la Recuperación
de Bienes Culturales y otros Específicos Robados, Importados o Expor-
tados Ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días
del mes de agosto del año dos mil uno (2001), que por el artículo 1° de
esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., 21 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Cultura,
María Consuelo Araújo Castro.

LEY 897 DE 2004
(julio 21)

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de Coproducción Audiovisual entre el Gobierno

de la República de Colombia y el Gobierno de Canadá”, hecho y firmado en la ciudad de Bogotá, D. C.,

a los diez (10) días del mes de julio de dos mil dos (2002).

El Congreso de la República
Visto el texto del “Acuerdo de Coproducción Audiovisual entre el

Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de Canadá”, hecho
y firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los diez (10) días del mes de
julio de dos mil dos (2002).

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instru-
mento internacional mencionado).

PROYECTO DE LEY NUMERO 38 DE 2003 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de Coproducción Audiovisual
entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de Canadá,

hecho y firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los diez (10) días del mes
de julio de dos mil dos (2002).

El Congreso de la República

Visto el texto del “Acuerdo de Coproducción Audiovisual entre el
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de Canadá”, hecho
y firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los diez (10) días del mes de
julio de dos mil dos (2002).

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instru-
mento internacional mencionado).

* * *
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«ACUERDO DE COPRODUCCION AUDIOVISUAL
ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA

Y EL GOBIERNO DE CANADA

El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de Canadá (en
adelante denominados las “Partes”),

Considerando que es deseable establecer un marco para el desarrollo
de sus relaciones en el área de lo audiovisual y, en particular, en lo
referente a las coproducciones de cine, televisión y vídeo;

Conscientes de la contribución que las coproducciones de calidad
pueden aportar a la expansión de sus industrias de producción y distribu-
ción cinematográficas, televisuales y de vídeo, así como al desarrollo de
sus intercambios culturales y económicos;

Convencidos de que esos intercambios contribuirán a estrechar las
relaciones entre los dos países;

Han acordado lo siguiente:
Artículo I
1. A los fines del presente Acuerdo, el término “coproducción

audiovisual” designa un proyecto de cualquier duración, incluyendo
obras de animación y documentales producidos en película, videocinta o
videodisco, o en cualquier otro soporte hasta ahora desconocido, desti-
nadas a ser exhibidas en salas de cine, en televisión, videocasete,
videodisco o por cualquier otro modo de difusión. Las nuevas formas de
producción y difusión audiovisual serán incluidas en el presente Acuerdo
mediante intercambio de notas.

2. Las coproducciones que se realicen en virtud del presente Acuerdo
deberán ser aprobadas por las siguientes autoridades (en adelante deno-
minadas las “Autoridades Competentes”):

En Colombia: el Ministerio de Cultura
En Canadá: el Ministerio de Patrimonio Canadiense;
3. Todas las coproducciones que se propongan en virtud del presente

Acuerdo serán producidas y distribuidas de conformidad con la legisla-
ción y regulaciones nacionales vigentes en Colombia y Canadá.

4. Todas las coproducciones que se realicen en virtud del presente
Acuerdo se considerarán a todos los Fines como producciones nacionales
en y por cada uno de los dos países. Por consiguiente, tales coproduccio-
nes disfrutarán de pleno derecho de todas las ventajas que resulten de las
disposiciones relativas a las industrias del cine y el vídeo que estén en
vigor o que pudieran promulgarse en cada país. Esas ventajas se otorga-
rán solamente al productor del país que las conceda.

Artículo II
Las ventajas que deriven del presente Acuerdo se aplicarán solamente

a las coproducciones emprendidas por productores que cuenten con una
buena organización técnica, sólido apoyo financiero y una experiencia
profesional reconocida.

Artículo III
1. La proporción de los aportes respectivos de los coproductores de las

Partes podrá variar de veinte por ciento (20%) a ochenta por ciento (80%)
del presupuesto de cada coproducción.

2. Cada coproductor deberá aportar una contribución técnica y artís-
tica real. En principio, la contribución de cada uno deberá ser proporcio-
nal a su inversión.

Artículo IV
1. Los productores, escritores y directores de las coproducciones, así

como los técnicos, actores y demás miembros del personal que participen
en la coproducción, deberán ser ciudadanos o residentes permanentes de
Colombia o Canadá.

2. En caso de que la coproducción así lo requiera, se podrá permitir la
participación de actores distintos de los indicados en el párrafo 1, con
sujeción a la aprobación de las Autoridades Competentes de ambos
países.

Artículo V
1. Los rodajes de acción en vivo y los trabajos de animación tales como

tarjetas de guión (storyboards), diagramación, animaciones clave, inter-

medios y grabación de voces deberán, en principio, desarrollarse en
forma alterna en Colombia y Canadá.

2. El rodaje en decorados naturales, tanto exteriores como interiores,
en un país que no participe en la coproducción, se podrá autorizar si el
guión o la acción así lo requiere y si intervienen en el rodaje técnicos
colombianos y canadienses.

3. El trabajo de laboratorio será realizado ya sea en Colombia o en
Canadá, a menos que resulte técnicamente imposible, en cuyo caso las
Autoridades Competentes de ambos países podrán autorizar que se
realice en un país que no participe en la coproducción.

Artículo VI
1. Las Autoridades Competentes de ambos países también considera-

rán favorablemente la realización de coproducciones entre Colombia,
Canadá y cualquier otro país al cual Colombia o Canadá estén ligados por
un acuerdo oficial de coproducción.

2. La proporción de cualquier participación minoritaria en una copro-
ducción multipartita no podrá ser inferior al veinte por ciento (20%) del
presupuesto.

3. Cada uno de los coproductores minoritarios estará obligado a
realizar una contribución técnica y artística real.

Artículo VII
1. La banda de sonido original de cada producción será realizada en

inglés, francés o español. Está permitido el rodaje en una combinación de
dos o todos esos idiomas. Si el guión así lo exige, se podrán incluir en la
coproducción diálogos en otros idiomas.

2. Cada coproducción se doblará o subtitulará en inglés, francés o
español en Colombia o Canadá, según el caso. Cualquier desviación de
este principio deberá ser aprobada por las Autoridades Competentes de
ambos países.

Artículo VIII
1. A los fines del presente Acuerdo, las producciones realizadas en el

marco de un hermanamiento podrán considerarse, con la aprobación de
las Autoridades Competentes, como coproducciones y disfrutar de las
mismas ventajas. Por derogación de las disposiciones del Artículo III, en
el caso de un hermanamiento, la participación recíproca de los produc-
tores de los dos países podrá limitarse a una simple contribución finan-
ciera, sin que ello necesariamente implique la exclusión de cualquier
contribución artística o técnica.

2. Para ser aprobadas por las Autoridades Competentes, esas produc-
ciones deberán cumplir las siguientes condiciones:

a) Comportar una inversión recíproca y respetar el equilibrio general
a nivel de las condiciones de reparto de los ingresos de los coproductores
en las producciones que se beneficien del hermanamiento;

b) Las producciones hermanadas deberán distribuirse en Colombia y
en Canadá bajo condiciones comparables;

c) Las producciones hermanadas podrán realizarse, bien sea simultá-
nea o consecutivamente, en el entendido de que, en el último caso, el
lapso entre la culminación de la primera producción y el inicio de la
segunda no excederá de un (1) año.

Artículo IX
1. Salvo en los casos previstos en el párrafo siguiente, no podrán hacerse

menos de dos copias del material final de resguardo y reproducción
empleado en la producción de todas las coproducciones. Cada coproductor
será propietario de una copia de ese material y tendrá derecho a utilizarla,
de conformidad con los términos y condiciones acordados entre los
coproductores, para hacer las reproducciones necesarias. Además, cada
coproductor tendrá derecho de acceso al material de la producción original,
de conformidad con dichos términos y condiciones.

2. A petición de ambos coproductores y sujeto a la aprobación de las
Autoridades Competentes de ambos países, sólo se hará una copia del
material final de resguardo y reproducción en el caso de las obras
calificadas de producciones de bajo presupuesto por las Autoridades
Competentes. En esos casos, el material será conservado en el país del
coproductor mayoritario. El coproductor minoritario tendrá acceso
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permanente a ese material para realizar las reproducciones necesarias, de
conformidad con los términos y condiciones acordados entre los
coproductores.

Artículo X
Con sujeción a la legislación y regulaciones vigentes, cada Parte

deberá:
a) Facilitar la entrada y la residencia temporal en su respectivo

territorio al personal técnico y artístico, y a los actores contratados por el
coproductor del otro país para los fines de la coproducción, y

b) Permitir el ingreso temporal y la reexportación de cualquier equipo
que se requiera a los efectos de la coproducción.

Artículo XI
El reparto de los ingresos entre los coproductores deberá ser, en

principio, proporcional a la participación financiera de cada uno y
someterse a la aprobación de las Autoridades Competentes de ambos
países.

Artículo XII
La aprobación de un proyecto de coproducción por parte de las

Autoridades Competentes de ambos países no compromete a ninguna de
ellas a garantizar a los coproductores el otorgamiento de un permiso para
la proyección de la coproducción realizada.

Artículo XIII
1. Cuando una coproducción se exporte a un país donde la importación

de tales obras esté sometida a un regimen de cupos, la coproducción se
incluirá en el cupo de la Parte:

a) Cuya participación sea mayoritaria;
b) Que tenga las mejores posibilidades de exportación, si las contribu-

ciones de los dos países son iguales;
c) De la cual el director sea ciudadano, si la aplicación de los literales

a) y b) que anteceden presenta dificultades.
2. No obstante el párrafo 1º que antecede, si uno de los países

coproductores puede hacer entrar libremente sus películas en el país
importador, las coproducciones realizadas en virtud del presente Acuer-
do disfrutarán de pleno derecho de esa posibilidad, al mismo título que
las otras producciones nacionales del país coproductor en cuestión,
siempre y cuando este último acuerde su consentimiento.

Artículo XIV
1. Las coproducciones deberán ser presentadas con la mención “Co-

producción Colombia-Canadá” o “Coproducción Canadá-Colombia”,
según el país cuya participación sea mayoritaria o como lo acuerden los
coproductores.

2. Esa mención deberá figurar en los créditos, en toda publicidad
comercial y material promocional, y durante su presentación, y recibir un
tratamiento idéntico de las dos Partes.

Artículo XV
En el caso de presentaciones en festivales internacionales de cine, a

menos que los coproductores acuerden lo contrario, la coproducción será
inscrita por el país del coproductor mayoritario o, si los coproductores
tuviesen la misma participación financiera, por el país del cual sea
ciudadano el director.

Artículo XVI
Las autoridades competentes de los dos países han fijado conjunta-

mente las normas de procedimiento para las coproducciones, tomando en
cuenta la legislación y regulaciones vigentes en Colombia y Canadá. Esas
normas de procedimiento se anexan al presente Acuerdo.

Artículo XVII
No se impondrán restricciones a la importación, distribución y exhi-

bición de producciones de cine, televisión y vídeo canadienses en
Colombia, y de producciones de cine, televisión y vídeo colombianas en
Canadá, que no sean las dispuestas en la legislación y regulaciones
vigentes en cada uno de estos dos países.

Artículo XVIII
1. Durante la vigencia del presente Acuerdo, se procurará lograr un

equilibrio general con respecto a la contribución financiera, la participa-

ción del personal artístico, técnicos y actores y la infraestructura (estu-
dios y laboratorios), tomando en cuenta las características de cada país.

2. Las Autoridades Competentes de los dos países examinarán según
sea necesario las condiciones de implementación de este acuerdo a fin de
resolver cualquier dificultad que surja de su aplicación. Según sea
necesario, recomendarán las modificaciones que convenga adoptar con
miras a desarrollar la cooperación en el campo del cine y el vídeo en el
mejor interés de ambos países.

3. Se establece una Comisión Mixta para supervisar la implementación
de este Acuerdo. La Comisión Mixta determinará si se ha logrado el
equilibrio general y, en caso contrario, determinará las medidas necesa-
rias para establecerlo. Las reuniones de la Comisión Mixta se celebrarán
en principio una vez cada dos años, en forma alterna en cada uno de los
dos países. No obstante, se podrán convocar reuniones extraordinarias a
solicitud de la Autoridad Competente de uno de los países o de ambos,
particularmente en el caso de modificaciones importantes de la legisla-
ción o regulaciones que rigen la industria del cine, televisión y vídeo en
cualquiera de los dos países, o cuando la aplicación de este Acuerdo presente
serias dificultades. La Comisión Mixta se reunirá dentro de los seis (6) meses
siguientes a la convocatoria efectuada por una de las Partes.

Artículo IXX
1. El presente Acuerdo entrará en vigencia cuando cada Parte haya

informado a la otra que ha completado su proceso de ratificación interno.
2. Este Acuerdo tendrá una duración de cinco (5) años a partir de su

entrada en vigencia y será renovado tácitamente por períodos iguales a
menos que cualquiera de las Partes notifique por escrito su intención de
rescindirlo seis (6) meses antes de la fecha de su expiración.

3. Las coproducciones que hayan sido aprobadas por las Autoridades
Competentes y estén en curso en el momento en que una de las Partes
notifique su intención de rescindir el Acuerdo, continuarán disfrutando
de todas las ventajas del mismo hasta que su realización esté terminada.
Después de la expiración o rescisión de este Acuerdo, continuarán
aplicándose sus condiciones en todo lo relativo a la liquidación de los
ingresos de las obras coproducidas.

EN FE DE LO CUAL, los abajo firmantes, debidamente autorizados
por sus respectivos Gobiernos, han firmado este Acuerdo.

HECHO en dos (2) ejemplares de un mismo tenor en la ciudad de
Bogotá, D. C., a los diez (10) días del mes de julio de dos mil dos (2002).

Por el Gobierno de Canadá,
Firma ilegible.

Por el Gobierno de Colombia,
Firma ilegible.

ANEXO
REGLAS DE PROCEDIMIENTO

Las solicitudes de admisión a las ventajas del presente Acuerdo para
toda coproducción se dirigirán simultáneamente a las dos administracio-
nes, por lo menos treinta (30) días antes del comienzo del rodaje.

La documentación que se presente en apoyo de cualquier solicitud
comprenderá los elementos siguientes, redactados en francés o inglés
para Canadá, y en idioma español para Colombia.

I. El guión definitivo.
II. La sinopsis.
III. Los documentos que permitan establecer que la propiedad de los

derechos de autor de la coproducción ha sido adquirida legalmente.
IV. Un contrato de coproducción, firmado por los dos coproductores.

Ese contrato comportará:
1. El título de la coproducción.
2. El nombre del guionista o del adaptador, si se trata de un tema

inspirado en una obra literaria.
3. El presupuesto.
4. El plan de financiación.
5. Una cláusula que estipule la repartición de las entradas en efectivo,

de los mercados, de los medios de difusión, o de una combinación de esos
elementos.
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6. Una cláusula que determine la participación de cada coproductor en
los sobrecostos o las posibles economías.

7. Una cláusula que precise que la admisión a las ventajas que deriven
del Acuerdo no comprometerá a las autoridades gubernamentales de los
dos países a otorgar un permiso de exhibición de la coproducción.

8. Una cláusula que precise las disposiciones previstas:
a) En el caso en que, después de examinar el expediente, las autorida-

des competentes de uno de los dos países no concedieran la admisión
solicitada;

b) En el caso en que las autoridades competentes no autorizaran la
exhibición de la coproducción en su país o su exportación a un tercer país;

c) En el caso en que uno de los dos coproductores no respetara sus
compromisos.

9. Una cláusula que precise que la producción estará cubierta por una
póliza de seguros que cubra por lo menos “todos los riesgos para la
producción” y “todos los riesgos para el negativo”.

10. Una cláusula que estipule la repartición de la propiedad de los
derechos de autor en proporción al aporte de cada uno de los coproductores.

V. Las cartas, contratos y otros documentos financieros para todos los
participantes presentes en la estructura financiera.

VI. La lista del personal artístico y técnico con indicación de su
nacionalidad y los papeles atribuidos a los actores.

VII. El calendario de producción.
VIII. El presupuesto detallado en que se precisen los gastos que deberá

hacer cada coproductor, así como los gastos en un tercer país, si
corresponde.

Las dos administraciones competentes de las partes contratantes
podrán asimismo solicitar todos los documentos y todas las precisiones
adicionales que juzguen necesarias.

Las dos administraciones competentes de las Partes Contratantes
podrán asimismo solicitar todos los documentos y todas las precisiones
adicionales que juzguen necesarias.

En principio, la repartición creativa y técnica deberá presentarse a los
administradores competentes antes de comenzar el rodaje.

Se podrán hacer modificaciones al contrato original, incluyendo el
reemplazo de un coproductor. Sin embargo, dichas modificaciones
deberán someterse a aprobación de las administraciones competentes de
las Partes Contratantes antes de la finalización de la coproducción. El
reemplazo de un coproductor sólo se podrá admitir en circunstancias
excepcionales y por motivos cuya validez sea reconocida por las dos
administraciones competentes.

Las administraciones competentes se informarán mutuamente de sus
decisiones».

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 28 de mayo de 2003
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales (firmado)
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores (firmado),
Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Acuerdo de Coproducción Audiovisual

entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de Canadá”,
hecho y firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los diez (10) días del mes
de julio de dos mil dos (2002).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo de Coproducción Audiovisual entre el
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de Canadá”, hecho
y firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los diez (10) días del mes de
julio de dos mil dos (2002), que por el artículo 1º de esta ley se aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo
internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a ....
Presentado al honorable Congreso de la República por las suscritas

Ministra de Relaciones Exteriores y Ministra de Cultura.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Cultura,
María Consuelo Araújo Castro.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos

150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia,
presentamos a consideración del Honorable Congreso de la República el
proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el Acuerdo de Coproduc-
ción Audiovisual entre el Gobierno de la República de Colombia y el
Gobierno de Canadá, hecho y firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los
diez (10) días del mes de julio de dos mil dos (2002).

I. Consideraciones previas

El artículo 70 de la Constitución Política de 1991 establece que la
cultura en sus distintas manifestaciones es fundamento de la nacionali-
dad y define como deber del Estado promover el desarrollo y la difusión
de los valores culturales. Por su parte, el artículo 71 de la Carta Política
señala que el Estado incentivará las personas e instituciones que fomen-
ten las manifestaciones culturales.

En este sentido, aún en medio de las dificultades económicas por las
que atraviesa el país, el Gobierno Nacional ha venido desarrollando una
política de apoyo a todos los sectores y las actividades culturales, entre
ellas la actividad cinematográfica, buscando permitir a nuestros creado-
res concretar sus obras y proyectos. Dicha política de apoyo no se limita
al aspecto meramente financiero sino que además procura expandir los
campos donde los creadores pueden adquirir recursos y acceder a
distintas fuentes de ayuda, tanto profesional como técnica.

Ejemplo de lo anterior es la iniciativa presentada por el Ministerio de
Cultura al honorable Congreso de la República con el fin de aprobar un
proyecto de ley encaminado a fortalecer y estimular la industria cinema-
tográfica colombiana y que representa un importante avance para el
sector en términos de incentivos y sostenibilidad.

Vale agregar que Colombia ha sido un puntal importante en el
funcionamiento de algunos organismos internacionales cuyos objetivos
están relacionados con la producción cinematográfica, tales como la
Conferencia de Autoridades Cinematográficas de Iberoamérica, CACI,
y el Fondo Iberoamericano de Ayuda Ibermedia, un programa que se
origina en una decisión de la Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado
y de Gobierno celebrada en el año de 1997 en Margarita, Venezuela, y
cuya continuidad fue ratificada por la Cumbre Iberoamericana de Jefes
de Estado y de Gobierno celebrada en Lima, Perú, en 2001. Nuestro país
ha sido parte de ambas entidades desde la creación de las mismas.

Es pertinente destacar el hecho de que Canadá ha firmado tratados de
coproducción con más de 52 países y por consiguiente, tiene en la
coproducción un componente fundamental de la realización de cine y
televisión. Es precisamente ese esquema de coproducción el que facilita
compartir los altos costos que conlleva la producción de obras de alta
calidad y con significado cultural.

II. Análisis e importancia del acuerdo

El acuerdo consta de un preámbulo, 19 artículos y un “Anexo sobre
Reglas de Procedimiento”.

En el preámbulo se consignan los motivos que inducen a los dos
Gobiernos para la suscripción del Acuerdo; resaltando que las coproduc-
ciones de calidad pueden aportar a la expansión de sus industrias de
producción y distribución cinematográficas, televisuales y de vídeo, así
como al desarrollo de sus intercambios culturales y económicos.

A continuación se señalan los artículos cuyas disposiciones se consi-
deran de mayor importancia.
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Se resalta el artículo I, toda vez que allí se define qué se entiende por
“coproducción audiovisual”, se determinan las autoridades de cada país
competentes para aprobar las coproducciones que se realicen en virtud
del mismo, se señala que las coproducciones que se propongan, su
producción y distribución se hará de conformidad con las legislaciones
vigentes en Colombia y Canadá, y que tales producciones se considerarán
a todos los fines como producciones nacionales en y por cada uno de los
dos países.

Merece destacar el artículo IV, por cuanto prevé que los productores,
escritores y directores de las Coproducciones, así como los técnicos,
actores y demás miembros del personal que participen en la producción
deberán ser ciudadanos o residentes permanentes de Colombia o Canadá;
y que la participación de actores distintos estará sujeta a la aprobación de
las Autoridades Competentes.

Los artículos V a IX se refieren al desarrollo alternado en Colombia
y Canadá de los rodajes en vivo, de los trabajos de animación y la
diagramación, entre otros; la posibilidad de realizar coproducciones con
otro país al cual Colombia o Canadá estén ligados por un acuerdo de
coproducción; a los idiomas en que será realizada la producción; a los
aportes de la inversión y el reparto de los ingresos de los coproductores,
al régimen de las copias de cada producción y su conservación.

El artículo X hace referencia a las facilidades de ingreso que las Partes
en el Acuerdo otorgarán al personal técnico y artístico y a los actores
contratados por el productor, así como al ingreso temporal de cualquier
equipo que se requiera para los efectos de la producción.

Por el artículo XIII se regula lo relativo a las exportaciones de las obras
o producciones, en el XIV lo relativo a la mención “Coproducción,
Colombia-Canadá” o “Canadá-Colombia” cada vez que sean presenta-
das y que dicha mención deberá figurar en los créditos y en toda
publicidad comercial y material promocional durante su presentación.

Por otro lado, el artículo XVII se ocupa del equilibrio general con
respecto a la contribución financiera, la participación del personal
artístico, técnicos y actores y de infraestructura; de las facultades de las
autoridades competentes para resolver cualquier dificultad que surja de
la aplicación del Acuerdo y de recomendar las modificaciones al mismo;
también crea una Comisión Mixta para supervisar la implementación del
Acuerdo.

De otra parte, por el artículo XIX se fija la forma y fecha de entrada
en vigor del Acuerdo, el término de duración y las condiciones a que están
sometidas las producciones en curso en el evento en que se dé por
terminado el Acuerdo.

El Acuerdo contiene un Anexo denominado “Reglas de Procedimien-
to” para las solicitudes de admisión a las ventajas del mismo.

III. Conclusiones finales

Este Acuerdo permite la formación de un marco institucional que
regule las relaciones de cooperación dentro del campo cinematográfico
entre Canadá y Colombia y contribuye a fortalecer el intercambio
cultural y la solidaridad interamericana.

El objetivo central de este Acuerdo es permitir a los productores
colombianos de cine y televisión compartir con sus colegas en Canadá
sus recursos financieros, creativos, técnicos y artísticos, para producir
películas y programas de televisión que tengan la condición de producto
nacional en cada uno de los dos países. Todas las obras que se realicen
acogiéndose a este Acuerdo estarán sujetas a aprobación por parte de las
autoridades competentes de cada país.

Es, en el contexto de búsqueda de mayores horizontes para nuestro
cine, lo que hace necesario cumplir con el trámite constitucional interno
del Acuerdo, para luego perfeccionar el vínculo internacional que ligue
a nuestro país respecto del mismo y así aprovechar los beneficios que de
él se derivan.

Puesto en vigor el presente instrumento internacional, ambas naciones
contarán con un importante mecanismo que les permitirá articular las
industrias audiovisuales de los dos países con el fin de estimular la
realización de obras de manera conjunta y así mismo generar beneficios
culturales, artísticos y de integración.

Del mismo modo, el instrumento dará luz verde a la realización de un
premio de cine documental colombo-canadiense que se está concertando
entre el Ministerio de Cultura de Colombia y la Embajada de Canadá en
el marco de la celebración de los 50 años de relaciones diplomáticas entre
los dos países.

Teniendo en cuenta las razones expuestas, el Gobierno Nacional, a
través de la Ministra de Relaciones Exteriores y la Ministra de Cultura,
solicita al honorable Congreso Nacional, aprobar el Acuerdo de Copro-
ducción Audiovisual entre el Gobierno de la República de Colombia y el
Gobierno de Canadá, hecho y firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los
diez (10) días del mes de julio de dos mil dos (2002).

De los honorables Senadores y Representantes,
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Cultura,
María Consuelo Araújo Castro.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 28 de mayo de 2003
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
Carolina Barco Isakson.
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DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Acuerdo de Coproducción Audiovisual

entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de Canadá”,
hecho y firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los diez (10) días del mes
de julio de dos mil dos (2002).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo de Coproducción Audiovisual entre el
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de Canadá”, hecho
y firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los diez (10) días del mes de
julio de dos mil dos (2002), que por el artículo 1º de esta ley se aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo
internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., 21 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Cultura,
María Consuelo Araújo Castro.

LEY 898 DE 2004
(julio 21)

por medio de la cual se aprueba la “Convención Interamericana contra el Terrorismo”, suscrita en la ciudad
de Bridgetown, Barbados, el tres (3) de junio de dos mil dos (2002), en el Trigésimo Segundo Período

Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

El Congreso de la República
Visto el texto de la Convención Interamericana contra el Terrorismo,

suscrita en la ciudad de Bridgetown, Barbados, el tres (3) de junio de dos
mil dos (2002), en el Trigésimo Segundo Período Ordinario de Sesiones
de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos,
que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).

PROYECTO DE LEY NUMERO 206 DE 2003 SENADO
por medio de la cual se aprueba la Convención Interamericana contra
el Terrorismo, suscrita en la ciudad de Bridgetown, Barbados, el tres (3)
de junio de dos mil dos (2002), en el Trigésimo Segundo Período
Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los
Estados Americanos.

El Congreso de la República
Visto el texto de la Convención Interamericana contra el Terrorismo,

suscrita en la ciudad de Bridgetown, Barbados, el tres (3) de junio de dos
mil dos (2002), en el Trigésimo Segundo Período Ordinario de Sesiones
de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos,
que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).
CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA EL TERRORISMO

INTERAMERICAN CONVENTION AGAINST TERRORISM
CONVENÇÃO INTERAMERICANA CONTRA O TERRORISMO

CONVENTION INTERAMÉRICAINE CONTRE LE TERRORISME
«CONVENCION INTERAMERICANA

CONTRA EL TERRORISMO
LOS ESTADOS PARTE EN LA PRESENTE CONVENCION,

TENIENDO PRESENTE los propósitos y principios de la Carta de la
Organización de los Estados Americanos y de la Carta de las Naciones
Unidas;

CONSIDERANDO que el terrorismo constituye una grave amenaza
para los valores democráticos y para la paz y la seguridad internacionales
y es causa de profunda preocupación para todos los Estados Miembros;

REAFIRMANDO la necesidad de adoptar en el sistema interamericano
medidas eficaces para prevenir, sancionar y eliminar el terrorismo
mediante la más amplia cooperación;

RECONOCIENDO que los graves daños económicos a los Estados
que pueden resultar de actos terroristas son uno de los factores que
subrayan la necesidad de la cooperación y la urgencia de los esfuerzos
para erradicar el terrorismo;

REAFIRMANDO el compromiso de los Estados de prevenir, comba-
tir, sancionar y eliminar el terrorismo; y

TENIENDO EN CUENTA la resolución RC.23/RES. 1/01 rev. 1 corr.
1, “Fortalecimiento de la cooperación hemisférica para prevenir, comba-
tir y eliminar el terrorismo”, adoptada en la Vigésima Tercera Reunión
de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores,

HAN ACORDADO LO SIGUIENTE:
Artículo 1°

Objeto y fines

La presente Convención tiene como objeto prevenir, sancionar y
eliminar el terrorismo. Para tal efecto, los Estados Parte se comprometen
a adoptar las medidas necesarias y fortalecer la cooperación entre ellos,
de acuerdo con lo establecido en esta Convención.

Artículo 2°
Instrumentos internacionales aplicables

1. Para los propósitos de esta Convención, se entiende por “delito”
aquellos establecidos en los instrumentos internacionales que se indican
a continuación:

a) Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves,
firmado en La Haya el 16 de diciembre de 1970;

b) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de
la aviación civil, firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971.

c) Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra
personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomá-
ticos, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 14 de
diciembre de 1973;

d) Convención Internacional contra la toma de rehenes, aprobada por
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979;

* * *
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e) Convenios, sobre la protección física de los materiales nucleares,
firmado en Viena el 3 de marzo de 1980;

f) Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los
aeropuertos que prestan servicios a la aviación civil internacional,
complementario del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la
seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 24 de febrero de
1988;

g) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de
la navegación marítima, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988;

h) Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de
las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, hecho en
Roma el 10 de marzo de 1988;

i) Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas
cometidos con bombas, aprobado por la Asamblea General de las
Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997;

j) Convenio Internacional para la represión de la financiación del
terrorismo, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el
9 de diciembre de 1999.

2. Al depositar su instrumento de ratificación a la presente Conven-
ción, el Estado que no sea parte de uno o más de los instrumentos
internacionales enumerados en el párrafo 1° de este artículo podrá
declarar que, en la aplicación de esta Convención a ese Estado Parte, ese
instrumento no se considerará incluido en el referido párrafo. La decla-
ración cesará en sus efectos cuando dicho instrumento entre en vigor para
ese Estado Parte, el cual notificará al depositario de este hecho.

3. Cuando un Estado Parte deje de ser parte de uno de los instrumentos
internacionales enumerados en el párrafo 1° de este artículo, podrá hacer
una declaración con respecto a ese instrumento, tal como se dispone en
el párrafo 2° de este artículo.

Artículo 3°
Medidas internas

Cada Estado Parte, de acuerdo con sus disposiciones constitucionales,
se esforzará por ser parte de los instrumentos internacionales enumera-
dos en el artículo 2° de los cuales aún no sea parte y por adoptar las
medidas necesarias para la aplicación efectiva de los mismos, incluido el
establecimiento en su legislación interna de penas a los delitos ahí
contemplados.

Artículo 4°
Medidas para prevenir, combatir y erradicar la financiación

del terrorismo

1. Cada Estado Parte, en la medida en que no lo haya hecho, deberá
establecer un régimen jurídico y administrativo para prevenir, combatir
y erradicar la financiación del terrorismo y para lograr una cooperación
internacional efectiva al respecto, la cual deberá incluir:

a) Un amplio régimen interno normativo y de supervisión para los
bancos, otras instituciones financieras y otras entidades consideradas
particularmente susceptibles de ser utilizadas para financiar actividades
terroristas. Este régimen destacará los requisitos relativos a la identifica-
ción del cliente, conservación de registros y comunicaciones de transac-
ciones sospechosas o inusuales;

b) Medidas de detección y vigilancia de movimientos transfronterizos
de dinero en efectivo, instrumentos negociables al portador y otros
movimientos relevantes de valores. Estas medidas estarán sujetas a
salvaguardas para garantizar el debido uso de la información y no
deberán impedir el movimiento legítimo de capitales;

c) Medidas que aseguren que las autoridades competentes dedica-
das a combatir los delitos establecidos en los instrumentos internacio-
nales enumerados en el artículo 2° tengan la capacidad de cooperar e
intercambiar información en los niveles nacional e internacional, de
conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno.
Con ese fin, cada Estado Parte deberá establecer y mantener una
unidad de inteligencia financiera que sirva como centro nacional para
la recopilación, el análisis y la difusión de información relevante
sobre lavado de dinero y financiación del terrorismo. Cada Estado
Parte deberá informar al Secretario General de la Organización de los

Estados Americanos sobre la autoridad designada como su unidad de
inteligencia financiera.

2. Para la aplicación del párrafo 1° del presente artículo, los
Estados Parte utilizarán como lineamientos las recomendaciones
desarrolladas por las entidades regionales o internacionales especia-
lizadas, en particular, el Grupo de Acción Financiera Internacional
(GAFI) y, cuando sea apropiado, la Comisión Interamericana para el
Control del Abuso de Drogas (CICAD), el Grupo de Acción Financie-
ra del Caribe (GAFIC) y el Grupo de Acción Financiera de Sudamérica
(GAFISUD).

Artículo 5°
Embargo y decomiso de fondos u otros bienes

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los procedimientos estable-
cidos en su legislación interna, adoptará las medidas necesarias para
identificar, congelar, embargar y, en su caso, proceder al decomiso de los
fondos u otros bienes que constituyan el producto de la comisión o tengan
como propósito financiar o hayan facilitado o financiado la comisión de
cualquiera de los delitos establecidos en los instrumentos internacionales
enumerados en el artículo 2° de esta Convención.

2. Las medidas a que se refiere el párrafo 1° serán aplicables respecto
de los delitos cometidos tanto dentro como fuera de la jurisdicción del
Estado Parte.

Artículo 6°
Delitos determinantes del lavado de dinero

1. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para asegurar que
su legislación penal referida al delito del lavado de dinero incluya como
delitos determinantes del lavado de dinero los delitos establecidos en los
instrumentos internacionales enumerados en el artículo 2° de esta Con-
vención.

Los delitos determinantes de lavado de dinero a que se refiere el
párrafo 1° incluirán aquellos cometidos tanto dentro como fuera de la
jurisdicción del Estado Parte.

Artículo 7°
Cooperación en el ámbito fronterizo

1. Los Estados Parte, de conformidad con sus respectivos regímenes
jurídicos y administrativos internos, promoverán la cooperación y el
intercambio de información con objeto de mejorar las medidas de control
fronterizo y aduanero para detectar y prevenir la circulación internacio-
nal de terroristas y el tráfico de armas u otros materiales destinados a
apoyar actividades terroristas.

2. En este sentido, promoverán la cooperación y el intercambio de
información para mejorar sus controles de emisión de los documentos de
viaje e identidad y evitar su falsificación, alteración ilegal o utilización
fraudulenta.

3. Dichas medidas se llevarán a cabo sin perjuicio de los compromisos
internacionales aplicables al libre movimiento de personas y a la
facilitación del comercio.

Artículo 8°
Cooperación entre autoridades competentes

para la aplicación de la ley

Los Estados Parte colaborarán estrechamente, de acuerdo con sus
respectivos ordenamientos legales y administrativos internos, a fin de
fortalecer la efectiva aplicación de la ley y combatir los delitos estable-
cidos en los instrumentos internacionales enumerados en el artículo 2°.
En este sentido, establecerán y mejorarán, de ser necesario, los canales
de comunicación entre sus autoridades competentes a fin de facilitar el
intercambio seguro y rápido de información sobre todos los aspectos de
los delitos establecidos en los instrumentos internacionales enumerados
en el artículo 2° de esta Convención.

Artículo 9°
Asistencia jurídica mutua

Los Estados Parte se prestarán mutuamente la más amplia y expedita
asistencia jurídica posible con relación a la prevención, investigación y
proceso de los delitos establecidos en los instrumentos internacionales
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enumerados en el artículo 2° y los procesos relacionados con estos, de
conformidad con los acuerdos internacionales aplicables en vigor. En
ausencia de esos acuerdos, los Estados Parte se prestarán dicha asistencia
de manera expedita de conformidad con su legislación interna.

Artículo 10
Traslado de personas bajo custodia

1. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en
el territorio de un Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado
Parte para fines de prestar testimonio o de identificación o para que ayude
a obtener pruebas necesarias para la investigación o el enjuiciamiento de
los delitos establecidos en los instrumentos internacionales enumerados
en el artículo 2° podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones
siguientes:

a) La persona presta libremente su consentimiento, una vez informa-
da, y

b) Ambos Estados están de acuerdo, con sujeción a las condiciones
que consideren apropiadas;

2. A los efectos del presente artículo:
a) El Estado al que sea trasladada la persona estará autorizado y

obligado a mantenerla detenida, salvo que el Estado desde el que fue
trasladada solicite o autorice otra cosa;

b) El Estado al que sea trasladada la persona cumplirá sin dilación su
obligación de devolverla a la custodia del Estado desde el que fue
trasladada según convengan de antemano o de otro modo las autoridades
competentes de ambos Estados;

c) El Estado al que sea trasladada la persona no podrá exigir al Estado
desde el que fue trasladada que inicie procedimientos de extradición para
su devolución;

d) Se tendrá en cuenta el tiempo que haya permanecido detenida la
persona en el Estado al que ha sido trasladada a los efectos de descontarlo
de la pena que ha de cumplir en el Estado desde el que haya sido
trasladada.

3. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar una
persona de conformidad con el presente artículo esté de acuerdo, dicha
persona, cualquiera sea su nacionalidad, no será procesada, detenida ni
sometida a cualquier otra restricción de su libertad personal en el
territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos o
condenas anteriores a su salida del territorio del Estado desde el que fue
trasladada.

Artículo 11
Inaplicabilidad de la excepción por delito político

Para los propósitos de extradición o asistencia jurídica mutua, ningu-
no de los delitos establecidos en los instrumentos internacionales enume-
rados en el artículo 2° se considerará como delito político o delito conexo
con un delito político o un delito inspirado por motivos políticos. En
consecuencia, una solicitud de extradición o de asistencia jurídica mutua
no podrá denegarse por la sola razón de que se relaciona con un delito
político o con un delito conexo con un delito político o un delito inspirado
por motivos políticos.

Artículo 12
Denegación de la condición de refugiado

Cada Estado Parte adoptará las medidas que corresponda, de confor-
midad con las disposiciones pertinentes del derecho interno e internacio-
nal, para asegurar que la condición de refugiado no se reconozca a las
personas respecto de las cuales haya motivos fundados para considerar
que han cometido un delito establecido en los instrumentos internaciona-
les enumerados en el artículo 2° de esta Convención.

Artículo 13
Denegación de asilo

Cada Estado Parte adoptará las medidas que corresponda, de confor-
midad con las disposiciones pertinentes del derecho interno e internacio-
nal, a fin de asegurar que el asilo no se otorgue a las personas respecto de
las cuales haya motivos fundados para considerar que han cometido un
delito establecido en los instrumentos internacionales enumerados en el
artículo 2° de esta Convención.

Artículo 14
No discriminación

Ninguna de las disposiciones de la presente Convención será interpre-
tada como la imposición de una obligación de proporcionar asistencia
jurídica mutua si el Estado Parte requerido tiene razones fundadas, para
creer que la solicitud ha sido hecha con el fin de enjuiciar o castigar a una
persona por motivos de raza, religión, nacionalidad, origen étnico u
opinión política o si el cumplimiento de la solicitud causaría un perjuicio
a la situación de esa persona por cualquiera de estas razones.

Artículo 15
Derechos humanos

1. Las medidas adoptadas por los Estados Parte de conformidad con
esta Convención se llevarán a cabo con pleno respeto al estado de
derecho, los derechos humanos y las libertades fundamentales.

2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención se interpretará en
el sentido de que menoscaba otros derechos y obligaciones de los Estados
y de las personas conforme al derecho internacional en particular la Carta
de las Naciones Unidas, la Carta de la Organización de los Estados
Americanos, el derecho internacional humanitario, el derecho interna-
cional de los derechos humanos y el derecho internacional de los
refugiados.

3. A toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se
adopte cualquier medida o sea encausada con arreglo a la presente
Convención se le garantizará un trato justo, incluido el goce de todos los
derechos y garantías de conformidad con la legislación del Estado en
cuyo territorio se encuentre y las disposiciones pertinentes del derecho
internacional.

Artículo 16
Capacitación

1. Los Estados Parte promoverán programas de cooperación técnica
y capacitación, a nivel nacional, bilateral, subregional y regional y en el
marco de la Organización de los Estados Americanos, para fortalecer las
instituciones nacionales encargadas del cumplimiento de las obligacio-
nes emanadas de la presente Convención.

2. Así mismo, los Estados Parte promoverán, según corresponda,
programas de cooperación técnica y de capacitación con otras organiza-
ciones regionales e internacionales que realicen actividades vinculadas
con los propósitos de la presente Convención.

Artículo 17
Cooperación a través de la Organización

de los Estados Americanos

Los Estados Parte propiciarán la más amplia cooperación en el ámbito
de los órganos pertinentes de la Organización de los Estados Americanos,
incluido el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), en
materias relacionadas con el objeto y los fines de esta Convención.

Artículo 18
Consulta entre las Partes

1. Los Estados Parte celebrarán reuniones periódicas de consulta,
según consideren oportuno, con miras a facilitar:

a) La plena implementación de la presente Convención, incluida la
consideración de asuntos de interés relacionados con ella identificados
por los Estados Parte; y

b) El intercambio de información y experiencias sobre formas y
métodos efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar el
terrorismo.

2. El Secretario General convocará una reunión de consulta de los
Estados Parte después de recibir el décimo instrumento de ratificación.
Sin perjuicio de ello, los Estados Parte podrán realizar las consultas que
consideren apropiadas.

3. Los Estados Parte podrán solicitar a los órganos pertinentes de la
Organización de los Estados Americanos, incluido el CICTE, que faci-
liten las consultas referidas en los párrafos anteriores y preste otras
formas de asistencia respecto de la aplicación de esta Convención.
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Artículo 19
Ejercicio de jurisdicción

Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado
Parte para ejercer su jurisdicción en el territorio de otro Estado Parte ni
para realizar en él funciones que estén exclusivamente reservadas a las
autoridades de ese otro Estado Parte por su derecho interno.

Artículo 20
Depositario

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en
español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será
depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos.

Artículo 21
Firma y ratificación

1. La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados
Miembros de la Organización de los Estados Americanos.

2. Esta Convención está sujeta a ratificación por parte de los Estados
signatarios de acuerdo con sus respectivos procedimientos constitucio-
nales. Los instrumentos de ratificación serán depositados en la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 22
Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de
la fecha en que haya sido depositado el sexto instrumento de ratificación
de la Convención en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

2. Para cada Estado que ratifique la Convención después de que se
haya depositado el sexto instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado el instrumento correspondiente.

Artículo 23
Denuncia

1. Cualquier Estado Parte podrá denunciar la presente Convención
mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de la Orga-
nización de los Estados Americanos. La denuncia surtirá efecto un año
después de la fecha en que la notificación haya sido recibida por el
Secretario General de la Organización.

2. Dicha denuncia no afectará ninguna solicitud de información o de
asistencia hecha durante el período de vigencia de la Convención para el
Estado denunciante.

Organización de los Estados Americanos
Washington, D. C.
Secretaría General

Certifico que el documento adjunto, es copia fiel y exacta de los textos
auténticos en español, inglés, portugués y francés de la Convención
Interamericana contra el Terrorismo, suscrita en la ciudad de Bridgetown,
Barbados, el 3 de junio de 2002, en el Trigésimo Segundo Período
Ordinario de Sesiones de la Asamblea General, y que los textos firmados
de dichos originales se encuentran depositados en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos. Se expide la presente
certificación a solicitud de la Misión Permanente de Colombia ante la
Organización de los Estados Americanos.

18 de junio de 2002.
Jean Michel Arrighi

Director
Departamento de Derecho Internacional.

District of Columbia: SS
Subscribed and Swon to before me this 18 day of June 2002.

Fanny Morejon,

Notary Public.
My Commission Expires 01/31/2004».

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 30 de julio de 2002.
APROBADO. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores (Fdo.),
Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase la Convención Interamericana contra el

Terrorismo, suscrita en la ciudad de Bridgetown, Barbados, el tres (3)
de junio de dos mil dos (2002), en el Trigésimo Segundo Período
Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley
7ª de 1944, la Convención Interamericana contra el Terrorismo, suscrita en
la ciudad de Bridgetown, Barbados, el tres (3) de junio de dos mil dos, (2002),
en el trigésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea
General de la Organización de los Estados Americanos, que por el artículo
1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los...
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscritos

Ministros del Interior y de Justicia y de Relaciones Exteriores.
El Ministro del Interior y de Justicia,

Fernando Londoño Hoyos.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
Carolina Barco Isakson.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos

150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia,
presentamos a consideración del Honorable Congreso de la República el
Proyecto de Ley por medio de la cual se aprueba la Convención
Interamericana contra el Terrorismo, suscrita en la ciudad de Bridgetown,
Barbados, el 3 de junio de 2002, en el trigésimo segundo período ordinario
de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados
Americanos, dando un significativo avance en la adopción de medidas
concretas para combatir el terrorismo en el hemisferio americano.

El Estado colombiano se encuentra comprometido en la campaña
mundial de lucha contra el terrorismo internacional en todas sus manifes-
taciones y por esa razón ha venido apoyando las acciones que la
comunidad internacional ha juzgado pertinente emprender en diversos
ámbitos. Colombia tuvo una participación constructiva en la elaboración
de este nuevo instrumento jurídico multilateral de carácter regional.
Estamos además coordinando con países vecinos acciones concretas
dirigidas a responder a los retos del terrorismo.

Los lamentables hechos del 11 de septiembre de 2001 y la Resolución
1373 (2001) –aprobada con nuestra contribución como país miembro del
Consejo de Seguridad–, han obligado al Gobierno Nacional a efectuar un
detallado análisis de los medios disponibles para hacer frente al terroris-
mo, encontrando que la presente Convención es un esfuerzo adicional
para mejorar y avanzar ante las nuevas y perversas modalidades de esta
delincuencia.

Con la aprobación de esta Convención, la OEA se constituye en la
primera organización internacional en adoptar un instrumento global de
lucha contra el terrorismo luego de septiembre de 2001.

El Estado colombiano, en su integridad, está dispuesto a contribuir, en
la medida de sus posibilidades, en la campaña mundial de lucha contra el
terrorismo internacional. Hemos impulsado la tesis de la responsabilidad
compartida en esta lucha, así como se ha hecho en el pasado en el tema
del problema mundial de las drogas.
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La adopción de esta Convención enriquece de manera decidida el
documento de política titulado “El Camino hacia la Paz y la Estrategia
contra el Terrorismo”, presentado por el Gobierno Nacional el 27 de
noviembre de 2001, dentro de las estrategias fundamentales que hacen
parte de nuestra Política Integral de Seguridad.

Generalidades

Son múltiples los esfuerzos que, en el marco regional, han buscado
fortalecer la cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar
el terrorismo. Encontramos antecedentes recientes como la Declaración
de Lima para Prevenir, Combatir y Eliminar el Terrorismo y el Plan de
Acción de Cooperación Hemisférica para Prevenir, Combatir y Eliminar
el Terrorismo, adoptado en el marco de la Primera Conferencia Especia-
lizada Interamericana sobre Terrorismo en Lima, Perú, en abril de 1996,
así como el Compromiso de Mar del Plata, adoptado en la Segunda
Conferencia Especializada Interamericana sobre Terrorismo en 1998 y el
trabajo del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), creado
por la Asamblea General de la OEA en 1999.

La Resolución RC. 23/RES.1/01 rev. 1 corr. 1 “Fortalecimiento de la
Cooperación Hemisférica para Prevenir, Combatir y Eliminar el Terro-
rismo” de la XXIII Reunión de Consulta de los Ministros de Relaciones
Exteriores, celebrada el 21 de septiembre de 2001, encomendó al Conse-
jo Permanente de la OEA la elaboración de un Proyecto de Convención
Interamericana contra el Terrorismo, en la cual se recordó una vez más
la amenaza que el terrorismo representa para los valores democráticos y
para la paz y la seguridad internacionales.

En este contexto, Colombia participó en el Grupo de Trabajo de la
Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA, en el cual se
negoció el texto definitivo, que finalmente fue adoptado por la mencio-
nada Asamblea General.

De gran importancia resulta el acervo jurídico internacional existente
en la lucha contra el terrorismo, tanto en los diez instrumentos internacio-
nales que se enumeran en el artículo 2° de la Convención Interamericana
contra el Terrorismo, como en la Convención para Prevenir y Sancionar
los Actos de Terrorismo. Configurados en delitos contra las personas y
la extorsión conexa cuando estos tengan trascendencia internacional,
adoptada por la propia Asamblea General de la OEA el 2 de febrero de
1971; el Convenio sobre las Infracciones y ciertos otros actos cometidos
a bordo de aeronaves, adoptado en Tokio el 14 de septiembre de 1963 y,
el Convenio sobre la marcación de explosivos plásticos para los Fines de
Detección, adoptado en Montreal el 1° de marzo de 1991.

Es en este contexto que la adopción, ratificación e implementación
efectiva de la Convención Interamericana contra el terrorismo fortalece
y establece nuevas formas de cooperación regional contra el terrorismo,
además de contribuir al desarrollo progresivo y a la codificación del
derecho internacional.

Principales aspectos regulados por el Convenio

El Convenio tiene una estructura muy simple y sigue el modelo de los
principales tratados existentes en materia de combate al terrorismo. Consta
de un total de 23 artículos, de los cuales 18 son de carácter sustantivo. Estas
disposiciones pueden distribuirse de la siguiente manera:

• Preámbulo.
• Disposiciones generales y aplicabilidad (artículos 1° a 3°).
• Medidas en materia de lucha contra la financiación del terrorismo

(artículos 4° a 6°).
• Medidas de cooperación, asistencia y capacitación (artículos 7° a 11

y 16 a 17).
• Disposiciones especiales (artículos 12 al 15).
• Disposiciones finales (artículos 18 a 23).
La Convención tiene como propósitos prevenir, sancionar y eliminar

el terrorismo, así como fortalecer los mecanismos de cooperación entre
los Estados partes.

En su artículo 2°, la Convención cataloga como delitos aquellos
contenidos en 10 de los Convenios de la ONU sobre Terrorismo1.
También ordena a los Estados a tipificar y penalizar en sus legislaciones
los delitos cubiertos por el artículo 2°, de conformidad con su ordena-
miento interno.

El artículo 3° dispone que los Estados se esforzarán por ser parte de los
instrumentos internacionales enumerados en el artículo 2°, compromiso
que Colombia cumple con creces, toda vez que el Gobierno Nacional ha
presentado a la consideración del honorable Congreso de la República
aquellos tratados de los que aún no somos Estados Parte.

Con todo, el Estado que no sea parte de alguno de estos tratados puede
hacer una declaración para que no se le aplique la Convención, en lo que
se refiere a ese tratado. Este asunto para Colombia resulta inocuo en la
actualidad, toda vez que es voluntad del Estado hacernos parte en todos
los instrumentos internacionales en materia de lucha contra el terrorismo,
para lo cual se están adelantando los respectivos trámites ante las
autoridades correspondientes.

El artículo 4° prevé la inclusión de normas específicas para prevenir,
combatir y erradicar el financiamiento del terrorismo y procurar una
cooperación eficaz en la materia. Las normas piden adoptar medidas de
identificación del cliente, conservación de registros, comunicación de
transacciones sospechosas, detección y vigilancia de movimientos
transfronterizos relevantes, creación o mantenimiento de unidades de
inteligencia financiera, entre otras, teniendo como lineamientos las disposi-
ciones emanadas del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), el
Grupo de Acción Financiera de Sudamérica (GAFISUD), el Grupo de
Acción Financiera del Caribe (GAFIC), y cuando sea apropiado, la Comisión
Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD).

En el artículo 5° se consagran, de manera específica, las medidas
relativas al embargo y decomiso de bienes que sirvan de medio o sean
producto de los actos cubiertos por el artículo 2°, de conformidad con los
procedimientos establecidos en las legislaciones internas.

El artículo 6° establece que, aquellos delitos contenidos en el artículo
2° ya mencionado, sean incluidos en la legislación interna como delitos
determinantes al delito de lavado de dinero.

Los artículos 7°, 8° y 9°, hacen referencia a la cooperación en el ámbito
fronterizo, a la cooperación entre autoridades competentes para la
aplicación de la ley y a la asistencia jurídica mutua, respectivamente,
invitando a los Estados Parte a promover la cooperación y el intercambio
de información con el fin de mejorar los controles fronterizos y aduane-
ros, los controles de emisión de los documentos de viaje e identidad, los
canales de comunicación entre las respectivas autoridades con el fin de
facilitar el intercambio seguro y rápido de información y la amplia y
expedita asistencia jurídica con relación a la prevención, investigación y
proceso de los delitos enumerados en el artículo 2°, de conformidad con
su legislación interna.

En el artículo 10 se regula en detalle el procedimiento de traslado de
personas bajo custodia con fines de colaborar con investigaciones judi-
ciales por delitos cubiertos por la Convención, siempre y cuando la
persona preste libremente su consentimiento, una vez informada, y
ambos Estados estén de acuerdo.

Es importante resaltar lo establecido en el artículo 11, por cuanto
excluye la posibilidad de invocar como delito político o conexo a ninguno
de los delitos del artículo 2° de la Convención, para fines de extradición
o de asistencia jurídica mutua.

Los artículos 12 y 13 disponen que los Estados evaluarán en detalle la
concesión del estatuto de refugiado y el derecho de asilo para evitar
otorgársela a personas que pudieran estar involucradas en la comisión de
delitos cubiertos por la Convención.

Con el artículo 14 se asegura que, ante la solicitud de asistencia
jurídica, esta no se considere como una imposición, cuando existan
razones fundadas que permitan creer que dicha solicitud ha sido hecha
con motivos discriminatorios, por cuanto busquen enjuiciar o castigar a
una persona por motivos de raza, religión, nacionalidad, origen étnico u
opinión política o que el cumplimiento de la misma cause algún tipo de
perjuicio por cualquiera de estas razones.

Se establece de manera expresa e independiente, en el artículo 15, que
las medidas adoptadas por los Estados Parte en esta Convención se

1 Convenio de 1970 para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves,
Convenio de 1971 para la Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de la
Aviación Civil, Convenio de 1973 sobre la Prevención y el Castigo de los Delitos
contra las Personas Internacionalmente Protegidas, Convenio contra la Toma de
Rehenes de 1979, Protocolo al Convenio para la Represión de Actos Ilícitos contra
la Seguridad de la Aviación Civil de 1988, Convenio para la Represión de Actos
Ilícitos contra la Seguridad de la Navegación Marítima de 1988, Protocolo para la
Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de las Plataformas fijas emplazadas
en la Plataforma Continental de 1988, Convenio sobre Marcación de Explosivos
Plásticos para Fines de Detección de 1991, el Convenio contra los actos terroristas
cometidos con bombas de 1997 y Convenio Internacional para la Represión de la
Financiación del Terrorismo de 1999. Colombia es Estado Parte de los tres
primeros; los demás se encuentran en proceso de ratificación ante las instancias
internas correspondientes.
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llevarán a cabo con pleno respeto al Estado de derecho, los derechos
humanos y las libertades fundamentales, como criterio fundamental para
circunscribir la acción de los Estados en materia de lucha contra el
terrorismo, invocando la Carta de la ONU y de la OEA, el derecho
internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos
humanos y el derecho internacional de los refugiados.

El tema de la capacitación se encuentra incluido en las disposiciones
previstas en el artículo 16, cuyo propósito es el de fortalecer las institucio-
nes nacionales encargadas del cumplimiento de la presente Convención.

En el artículo 17 se consagra al Comité Interamericano contra el
Terrorismo (CICTE) como órgano ante el cual se fomentará la coopera-
ción hemisférica, incluyendo la que se canaliza a través de los demás
órganos pertinentes de la Organización de los Estados Americanos.

La Consulta entre las partes, contenida en el artículo 18, se establece
con el fin de implementar la presente Convención y el intercambio de
información y experiencias, para así cumplir con sus fines.

Nada de lo dispuesto en la Convención faculta a un Estado Parte para
ejercer su jurisdicción en el territorio de otro Estado Parte, ni para ejercer
funciones reservadas a las autoridades del otro Estado Parte, tal y como
quedó consignado en el artículo 19.

Finalmente, en los artículo 20 a 23 se consagran las denominadas
“cláusulas finales” propias de los convenios internacionales multilaterales.
Siguiendo la redacción usual en este tipo de disposiciones, se regula en
ellas aspectos como el del depositario (artículo 20); la firma y ratificación
(artículo 21), entrada en vigor (artículo 22) y la denuncia (artículo 23).

La Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el sexto instrumento de ratificación y tal como
lo dispone el artículo 22.

Consideraciones finales

El Convenio que se somete en esta ocasión a la consideración del
Congreso de la República constituye un valioso instrumento jurídico
internacional adoptado por los Estados que hacen parte de nuestro
hemisferio, en el marco de la lucha contra el terrorismo. Por lo tanto, es
apenas entendible que, luego de los sucesos del 11 de septiembre de 2001,
tanto la Asamblea General como el Consejo Permanente de la Organiza-
ción de los Estados Americanos hayan insistido con vehemencia en la
necesidad de que todos los Estados se hagan parte de los diferentes
tratados sobre terrorismo existentes, entre los cuales figura el instrumen-
to incluido en el presente proyecto de ley.

Es por esta razón que el Gobierno Nacional ha decidido someterlo en
esta ocasión al órgano legislativo para su aprobación, como parte de las
medidas que debe tomar el Estado colombiano para sumarse a la campaña
mundial de combate frontal al fenómeno del terrorismo internacional,
dando cumplimiento además a la Resolución 1373 (2001) del Consejo de
Seguridad de las Naciones Unidas. El Gobierno confía en que este
importante instrumento contará con la aprobación de las honorables
Cámaras Legislativas, de manera que en un futuro cercano nuestro país
esté en capacidad de convertirse en parte del mismo, y, preferiblemente,
como uno de los seis países gracias a los cuales la Convención pueda
entrar en vigor para el Continente.

Por las razones expuestas, el Gobierno Nacional, a través de sus
Ministros del Interior y de Justicia y de Relaciones Exteriores, solicita al
honorable Congreso de la República la aprobación de la Convención
Interamericana contra el Terrorismo, suscrita en la ciudad de
Bridgetown, Barbados, el 3 de junio de 2002, en el trigésimo segundo
período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organi-
zación de los Estados Americanos.

De los honorables Congresistas,
El Ministro del Interior y de Justicia, Fernando Londoño Hoyos.

La Ministra de Relaciones Exteriores, Carolina Barco Isakson.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de

Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el Ministerio
de Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 30 de julio de 2002.
APROBADO. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
 (Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase la Convención Interamericana contra el Terroris-

mo, suscrita en la ciudad de Bridgetown, Barbados, el tres (3) de junio de dos
mil dos (2002), en el trigésimo segundo período ordinario de sesiones de la
Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, la Convención Interamericana contra el Terrorismo,
suscrita en la ciudad de Bridgetown, Barbados, el tres (3) de junio de
dos mil dos (2002), en el trigésimo segundo período ordinario de
sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados
Americanos, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al
país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional
respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alonso Acosta Osio.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 21 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.
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LEY 899 DE 2004
(julio 21)

por medio de la cual se aprueba el “Segundo Protocolo de la Convención de La Haya de 1954
para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado” hecho en La Haya

el veintiséis (26) de marzo de mil novecientos noventa y nueve (1999).

El Congreso de la República
Visto el texto del “Segundo Protocolo de la Convención de La Haya

de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto
Armado”, hecho en La Haya el veintiséis (26) de marzo de mil novecien-
tos noventa y nueve (1999), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instru-
mento internacional mencionado).

PROYECTO DE LEY NUMERO 39 DE 2003
por medio de la cual se aprueba el “Segundo Protocolo de la Conven-
ción de La Haya de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales

en caso de Conflicto Armado” hecho en La Haya el veintiséis (26)
de marzo de mil novecientos noventa y nueve (1999).

El Congreso de la República
Visto el texto del Segundo Protocolo de la Convención de La Haya de

1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto
Armado, hecho en La Haya el veintiséis (26) de marzo de mil novecientos
noventa y nueve (1999), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instru-
mento internacional mencionado).

«SEGUNDO PROTOCOLO DE LA CONVENCION
DE LA HAYA DE 1954 PARA LA PROTECCION

DE LOS BIENES CULTURALES EN CASO
DE CONFLICTO ARMADO

La Haya el veintiséis (26) de marzo de mil novecientos noventa y
nueve (1999).

Las Partes,
Conscientes de la necesidad de mejorar la protección de los bienes

culturales en caso de conflicto armado y de establecer un sistema reforzado
de protección para bienes culturales especialmente designados;

Reiterando la importancia de las disposiciones de la Convención para la
Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado adoptada
en La Haya el 14 de mayo de 1954, y haciendo hincapié en la necesidad de
completar esas disposiciones con medidas que refuercen su aplicación;

Deseosas de proporcionar a las Altas Partes Contratantes en la
Convención un medio para participar más estrechamente en la protección
de los bienes culturales en caso de conflicto armado mediante el estable-
cimiento de procedimientos adecuados;

Considerando que las reglas que rigen la protección de los bienes
culturales en caso de conflicto armado deberían reflejar la evolución del
derecho internacional;

Afirmando que las reglas del derecho internacional consuetudinario
seguirán rigiendo las cuestiones no reguladas en las disposiciones del
presente Protocolo,

Han convenido en lo siguiente:
CAPITULO 1
Introducción

Artículo 1. Definiciones.

A los efectos del presente Protocolo:
a) Por “Parte” se entenderá un Estado Parte en el presente Protocolo;
b) Por “bienes culturales” se entenderán los bienes culturales defini-

dos en el artículo 1º de la Convención;
c) Por “Convención” se entenderá la Convención para la Protección

de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, adoptada en La
Haya el 14 de mayo de 1954;

d) Por “Alta Parte Contratante” se entenderá un Estado Parte en la
Convención;

e) Por “protección reforzada” se entenderá el sistema de protección
reforzada establecido en los artículos 10 y 11;

f) Por “objetivo militar” se entenderá un objeto que por su naturaleza,
ubicación, finalidad o utilización, contribuye eficazmente a la acción
militar y cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrece
en las circunstancias del caso una ventaja militar definida;

g) Por “ilícito” se entenderá realizado bajo coacción o de otra manera,
en violación de las reglas aplicables de la legislación nacional del
territorio ocupado o del derecho internacional;

h) Por “Lista” se entenderá la Lista Internacional de Bienes Culturales
bajo Protección Reforzada establecida con arreglo al apartado b) del
párrafo 1º del artículo 27;

i) Por “Director General” se entenderá el Director General de la Unesco;
j) Por “Unesco” se entenderá la Organización de las Naciones Unidas

para la Educación, la Ciencia y la Cultura.
k) Por “Primer Protocolo” se entenderá el Protocolo para la Protección

de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado adoptado en La
Haya el 14 de mayo de 1954;

Artículo 2. Relación con la Convención.

El presente Protocolo complementa a la Convención en lo relativo a
las relaciones entre las Partes.

Artículo 3. Ambito de aplicación.

1. Además de las disposiciones que se aplican en tiempo de paz, el
presente Protocolo se aplicará en las situaciones previstas en los párrafos
1 y 2 del artículo 18 de la Convención y en el párrafo 1 del artículo 22.

2. Si una de las partes en un conflicto armado no está obligada por el
presente Protocolo, las Partes en el presente Protocolo seguirán obligadas
por él en sus relaciones recíprocas.

Así mismo, estarán obligadas por el presente Protocolo en sus relaciones
con un Estado Parte en el conflicto que no esté obligado por él, cuando ese
Estado acepte sus disposiciones y durante todo el tiempo que las aplique.

Artículo 4. Relaciones entre el Capítulo 3 y otras disposiciones de la
Convención y del presente Protocolo.

Las disposiciones del Capítulo 3 del presente Protocolo se aplicarán
sin perjuicio de:

a) la aplicación de las disposiciones del Capítulo I de la Convención
y del Capítulo 2 del presente Protocolo;

b) la aplicación de las disposiciones del Capítulo II de la Convención
entre las Partes del presente Protocolo o entre una Parte y un Estado que
acepta y aplica el presente Protocolo con arreglo al párrafo 2 del artículo
3, en el entendimiento de que si a un bien cultural se le ha otorgado a la
vez una protección especial y una protección reforzada, solo se aplicarán
las disposiciones relativas a la protección reforzada.

CAPITULO 2
Disposiciones generales relativas a la protección

Artículo 5. Salvaguardia de los bienes culturales.

Las medidas preparatorias adoptadas en tiempo de paz para salvaguar-
dar los bienes culturales contra los efectos previsibles de un conflicto
armado conforme al artículo 3 de la Convención comprenderán, en su
caso, la preparación de inventarios, la planificación de medidas de
emergencia para la protección contra incendios o el derrumbamiento de
estructuras, la preparación del traslado de bienes culturales muebles o el
suministro de una protección adecuada in situ de esos bienes, y la
designación de autoridades competentes que se responsabilicen de la
salvaguardia de los bienes culturales.

Artículo 6. Respeto de los bienes culturales.

A fin de garantizar el respeto de los bienes culturales de conformidad
con el artículo 4 de la Convención:

a) Una derogación fundada en una necesidad militar imperativa
conforme al párrafo 2 del artículo 4 de la Convención solo se podrá
invocar para dirigir un acto de hostilidad contra un bien cultural cuando
y durante todo el tiempo en que:
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i) Ese bien cultural, por su función, haya sido transformado en un
objetivo militar, y

ii) No exista otra alternativa prácticamente posible para obtener una
ventaja militar equivalente a la que ofrece el hecho de dirigir un acto de
hostilidad contra ese objetivo;

b) Una derogación fundada en una necesidad militar imperativa
conforme al párrafo 2 del artículo 4 de la Convención solo se podrá
invocar para utilizar bienes culturales con una finalidad que pueda
exponerles a la destrucción o al deterioro cuando y durante todo el tiempo en
que resulte imposible elegir entre esa utilización de los bienes culturales y
otro método factible para obtener una ventaja militar equivalente;

c) La decisión de invocar una necesidad militar imperativa solamente
será tomada por el oficial que mande una fuerza de dimensión igual o
superior a la de un batallón, o de menor dimensión cuando las circunstan-
cias no permitan actuar de otra manera;

d) En caso de ataque basado en una decisión tomada de conformidad
con el apartado a) se debe dar aviso con la debida antelación y por medios
eficaces, siempre y cuando las circunstancias lo permitan.

Artículo 7. Precauciones en el ataque.

Sin perjuicio de otras precauciones exigidas por el derecho internacio-
nal humanitario en la conducción de operaciones militares, cada Parte en
el conflicto debe:

a) Hacer todo lo que sea factible para verificar que los objetivos que
se van a atacar no son bienes culturales protegidos en virtud del artículo
4 de la Convención;

b) Tomar todas las precauciones factibles en la elección de los medios
y métodos de ataque para evitar y, en todo caso, reducir lo más posible
los daños que se pudieran causar incidentalmente a los bienes culturales
protegidos en virtud del artículo 4 de la Convención;

c) Abstenerse de decidir un ataque cuando sea de prever que causará
incidentalmente daños a los bienes culturales protegidos en virtud del
artículo 4 de la Convención, que serían excesivos en relación con la
ventaja militar concreta y directa prevista, y

d) Suspender o anular un ataque si se advierte que:
i) El objetivo es un bien cultural protegido en virtud del artículo 4 de

la Convención;
ii) Es de prever que el ataque causará incidentalmente daños a los

bienes culturales protegidos en virtud del artículo 4 de la Convención,
que serían excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa
prevista;

Artículo 8. Precauciones contra los efectos de las hostilidades.
En toda la medida de lo posible, las Partes en conflicto deberán:
a) Alejar los bienes culturales muebles de las proximidades de

objetivos militares o suministrar una protección adecuada in situ;
b) Evitar la ubicación de objetivos militares en las proximidades de

bienes culturales.
Artículo 9. Protección de bienes culturales en territorio ocupado.

1. Sin perjuicio de las disposiciones de los artículos 4 y 5 de la
Convención, toda Parte que ocupe total o parcialmente el territorio de otra
Parte prohibirá e impedirá con respecto al territorio ocupado:

a) Toda exportación y cualquier otro desplazamiento o transferencia
de propiedad ilícitos de bienes culturales;

b) Toda excavación arqueológica, salvo cuando sea absolutamente
indispensable para salvaguardar, registrar o conservar bienes culturales;

c) Toda transformación o modificación de la utilización de bienes
culturales con las que se pretenda ocultar o destruir testimonios de índole
cultural, histórica o científica.

2. Toda excavación arqueológica, transformación o modificación de
la utilización de bienes culturales en un territorio ocupado deberá
efectuarse, a no ser que las circunstancias no lo permitan, en estrecha
cooperación con las autoridades nacionales competentes de ese territorio
ocupado.

CAPITULO 3
Protección reforzada

Artículo 10. Protección reforzada.

Un bien cultural podrá ponerse bajo protección reforzada siempre que
cumpla las tres condiciones siguientes:

a) Que sea un patrimonio cultural de la mayor importancia para la
humanidad;

b) Que esté protegido por medidas nacionales adecuadas, jurídicas y
administrativas, que reconozcan su valor cultural e histórico excepcional
y garanticen su protección en el más alto grado, y

c) Que no sea utilizado con fines militares o para proteger instalacio-
nes militares, y que haya sido objeto de una declaración de la Parte que
lo controla, en la que se confirme que no se utilizará para esos fines.

Artículo 11. Concesión de la protección reforzada.

1. Cada Parte someterá al Comité una lista de los bienes culturales para
los que tiene intención de solicitar la concesión de la protección reforzada.

2. La Parte bajo cuya jurisdicción o control se halle un bien cultural
podrá pedir su inscripción en la Lista que se establecerá en virtud del
apartado b) del párrafo 1 del artículo 27. Esta petición comprenderá toda
la información necesaria relativa a los criterios mencionados en el
artículo 10. El Comité podrá invitar a una Parte a que pida la inscripción
de ese bien cultural en la Lista.

3. Otras Partes, el Comité Internacional del Escudo Azul y otras
organizaciones no gubernamentales con la competencia apropiada po-
drán recomendar al Comité un bien cultural específico. En ese caso, el
Comité podrá tomar la decisión de invitar a una Parte a que pida la
inscripción de ese bien cultural en la Lista.

4. Ni la petición de inscripción de un bien cultural situado en un
territorio, bajo una soberanía o una jurisdicción que reivindiquen más de
un Estado, ni la inscripción de ese bien perjudicarán en modo alguno los
derechos de las partes en litigio.

5. Cuando el Comité reciba una petición de inscripción en la Lista,
informará de ella a todas las Partes. En un plazo de sesenta días, las Partes
podrán someter al Comité sus alegaciones con respecto a esa petición.
Esas alegaciones se fundarán exclusivamente en los criterios menciona-
dos en el artículo 10. Deberán ser precisas y apoyarse en hechos. El
Comité examinará esas alegaciones y proporcionará a la Parte que haya
pedido la inscripción una posibilidad razonable de responder antes de que
se tome la decisión. Cuando se presenten esas alegaciones al Comité, las
decisiones sobre la inscripción en la Lista se tomarán, no obstante lo
dispuesto en el artículo 26, por mayoría de las cuatro quintas partes de los
miembros del Comité presentes y votantes.

6. Al tomar una decisión sobre una petición, el Comité procurará
solicitar el dictamen de organizaciones gubernamentales y no guberna-
mentales, así como el de expertos particulares.

7. La decisión de conceder o negar la protección reforzada solo se
puede basar en los criterios mencionados en el artículo 10.

8. En casos excepcionales, cuando el Comité ha llegado a la conclu-
sión de que la Parte que pide la inscripción de un bien cultural en la Lista
no puede cumplir con el criterio del párrafo b) del artículo 10, podrá tomar
la decisión de conceder la protección reforzada siempre que la Parte
solicitante someta una petición de asistencia internacional en virtud del
artículo 32.

9. Desde el comienzo de las hostilidades, una Parte en el conflicto
podrá pedir, por motivos de urgencia, la protección reforzada de los
bienes culturales bajo su jurisdicción o control, sometiendo su petición
al Comité. El Comité transmitirá inmediatamente esta demanda a todas
las Partes en el conflicto. En ese caso, el Comité examinará urgentemente
las alegaciones de las Partes interesadas. La decisión de conceder la
protección reforzada con carácter provisional se tomará con la mayor
rapidez posible y, no obstante lo dispuesto en el artículo 26, por mayoría
de las cuatro quintas partes de los miembros del Comité presentes y
votantes. El Comité podrá conceder la protección reforzada, a la espera
del resultado del procedimiento normal de concesión de dicha protec-
ción, siempre que se cumpla con las disposiciones de los párrafos a) y c)
del artículo 10.

10. El Comité concederá la protección reforzada a un bien cultural a
partir del momento en que se inscriba en la Lista.

11. El Director General notificará sin espera al Secretario General de
las Naciones Unidas y a todas las Partes toda decisión del Comité relativa
a la inscripción de un bien cultural en la Lista.

Artículo 12. Inmunidad de los bienes culturales bajo protección
reforzada.

Las Partes en un conflicto garantizarán la inmunidad de los bienes
culturales bajo protección reforzada, absteniéndose de hacerlos objeto de
ataques y de utilizar esos bienes o sus alrededores inmediatos en apoyo
de acciones militares.
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Artículo 13. Pérdida de la protección reforzada.

1. Los bienes culturales bajo protección reforzada sólo perderán esa
protección:

a) Cuando esa protección se anule o suspenda en virtud del artículo 14, o
b) Cuando y durante todo el tiempo en que la utilización del bien lo

haya convertido en un objetivo militar.
2. En las circunstancias previstas en el apartado b) del párrafo 1, ese

bien sólo podrá ser objeto de un ataque:
a) Cuando ese ataque sea el único medio factible para poner término

a la utilización de ese bien mencionada en el apartado b) del párrafo 1;
b) Cuando se hayan tomado todas las precauciones prácticamente

posibles en la elección de los medios y métodos de ataque, con miras a
poner término a esa utilización y evitar, o en todo caso reducir al mínimo,
los daños del bien cultural;

c) Cuando, a menos que las circunstancias no lo permitan, por
exigencias de legítima defensa inmediata:

i) El ataque haya sido ordenado por el nivel más alto del mando
operativo;

ii) Se haya dado un aviso con medios eficaces a las fuerzas adversarias,
instándolas a poner un término a la utilización mencionada en el apartado
b) del párrafo 1, y

iii) Se haya concedido un plazo razonable a las fuerzas adversarias
para regularizar la situación.

Artículo 14. Suspensión y anulación de la protección reforzada.

1. Cuando un bien cultural no satisfaga alguno de los criterios
enunciados en el artículo 10 del presente Protocolo, el Comité podrá
suspender o anular su protección reforzada retirándolo de la Lista.

2. En caso de violaciones graves del artículo 12 por utilización de
bienes culturales bajo protección reforzada en apoyo de una acción
militar, el Comité podrá suspender la protección reforzada de esos
bienes. Cuando esas violaciones sean continuas, el Comité podrá excep-
cionalmente anular su protección reforzada retirándolo de la Lista.

3. El Director General notificará sin demora al Secretario General de
las Naciones Unidas y a todas las Partes en el presente Protocolo toda
decisión del Comité relativa a la suspensión o anulación de la protección
reforzada de un bien cultural.

4. Antes de tomar una decisión de esta índole, el Comité ofrecerá a las
Partes la posibilidad de que den a conocer sus pareceres.

CAPITULO 4
Responsabilidad penal y jurisdicción

Artículo 15. Violaciones graves del presente Protocolo.

1. Cometerá una infracción en el sentido de este Protocolo toda
persona que, deliberadamente y en violación de la Convención o del
presente Protocolo, realice uno de los siguientes actos:

a) Hacer objeto de un ataque a un bien cultural bajo protección
reforzada;

b) Utilizar los bienes culturales bajo protección reforzada o sus
alrededores inmediatos en apoyo de acciones militares;

c) Causar destrucciones importantes en los bienes culturales protegi-
dos por la Convención y el presente Protocolo o apropiárselos a gran
escala;

d) Hacer objeto de un ataque a un bien cultural protegido por la
Convención y el presente Protocolo;

e) Robar, saquear o hacer un uso indebido de los bienes culturales
protegidos por la Convención, y perpetrar actos de vandalismo contra
ellos.

2. Cada Parte adoptará las medidas que sean necesarias para tipificar
como delitos, con arreglo a su legislación nacional, las infracciones
indicadas en el presente artículo, y para sancionar esas infracciones con
penas adecuadas. Al hacer esto, las Partes se conformarán a los principios
generales del derecho y del derecho internacional, comprendidas las
normas que hacen extensible la responsabilidad penal individual a
personas que no han sido autoras directas de los actos.

Artículo 16. Jurisdicción.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2, cada Parte adoptará las
medidas legislativas necesarias para establecer su jurisdicción respecto
de las infracciones indicadas en el artículo 15, en los siguientes casos:

a) Cuando la infracción se haya cometido en el territorio de este
Estado;

b) Cuando el presunto autor sea un nacional de este Estado;
c) Cuando se trate de las infracciones indicadas en los apartados a) a

c) del primer párrafo del artículo 15, en caso de que el presunto autor esté
presente en el territorio de este Estado.

2. Con respecto al ejercicio de la jurisdicción, y sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 28 de la Convención:

a) El presente Protocolo no excluye que se pueda incurrir en respon-
sabilidad penal individual ni que se ejerza la jurisdicción en virtud del
derecho nacional e internacional aplicable, y tampoco afecta al ejercicio
de la jurisdicción en virtud del derecho internacional consuetudinario;

b) Excepto en el caso en que un Estado que no es Parte en el presente
Protocolo pueda aceptarlo y aplicar sus disposiciones con arreglo al
párrafo 2 del artículo 3, los miembros de las fuerzas armadas y los
nacionales de un Estado que no es Parte en el presente Protocolo, salvo
aquellos de sus nacionales que sirven en las fuerzas armadas de un Estado
que es Parte en el presente Protocolo, no incurrirán en responsabilidad
penal individual en virtud del presente Protocolo, que además no impone
ninguna obligación relativa al establecimiento de jurisdicción con res-
pecto a esas personas ni a su extradición.

Artículo 17. Procesamiento.

1. La Parte en cuyo territorio se comprobase la presencia del presunto
autor de una de las infracciones enunciadas en los apartados a) a c) del párrafo
1 del artículo 15, si no extradita a esa persona, someterá su caso sin excepción
alguna ni tardanza excesiva a las autoridades competentes para que la
procesen con arreglo a un procedimiento conforme a su derecho nacional o,
si procede, a las normas pertinentes del derecho internacional.

2. Sin perjuicio, llegado el caso, de las normas pertinentes del derecho
internacional, a toda persona contra la que se instruya un procedimiento
en virtud de la Convención o del presente Protocolo se le garantizará un
tratamiento equitativo y un proceso imparcial en todas las etapas del
procedimiento con arreglo al derecho nacional e internacional, y en
ningún caso se le proporcionarán menos garantías de las que reconoce el
derecho internacional.

Artículo 18. Extradición.

1. Las infracciones indicadas en los apartados a) a c) del párrafo 1 del
artículo 15 se reputarán incluidas entre las que dan lugar a extradición en
todo tratado de extradición concertado entre Partes con anterioridad a la
entrada en vigor del presente Protocolo. Las Partes se comprometen a
incluir tales infracciones en todo tratado de extradición que concierten
posteriormente entre sí.

2. Cuando una Parte que subordine la extradición a la existencia de un
tratado reciba una solicitud de extradición de otra Parte con la que no
tenga concertado un tratado de extradición, la Parte intimada podrá, a su
elección, considerar que el presente Protocolo constituye la base jurídica
para la extradición con respecto a las infracciones indicadas en los
apartados a) a c) del párrafo 1 del artículo 15.

3. Las Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un
tratado reconocerán las infracciones indicadas en los apartados a) a c) del
párrafo 1º del artículo 15 como casos de extradición entre ellas, con
sujeción a las condiciones estipuladas en la legislación de la Parte
requerida.

4. De ser necesario, a los fines de la extradición entre Partes se
considerará que las infracciones indicadas en los apartados a) a c) del
párrafo 1º del artículo 15 se han cometido no solo en el lugar en que se
perpetraron, sino también en el territorio de las Partes que hayan estable-
cido su jurisdicción de conformidad con el párrafo 1º del artículo 16.

Artículo 19. Asistencia judicial recíproca.

1. Las Partes se prestarán la mayor asistencia posible en relación con
cualquier investigación, proceso penal o procedimiento de extradición
relacionados con las infracciones indicadas en el artículo 15, compren-
dida la asistencia con miras a la obtención de las pruebas necesarias para
el procedimiento de que dispongan.

2. Las Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en virtud
del párrafo 1º de conformidad con los tratados u otros acuerdos de
asistencia judicial recíproca que existan entre ellas. A falta de esos
tratados o acuerdos, las Partes se prestarán esa asistencia de conformidad
con su legislación nacional.

Artículo 20. Motivos de rechazo.

1. A los fines de la extradición, las infracciones indicadas en los
apartados a) a c) del párrafo 1º del artículo 15, y a los fines de la asistencia
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judicial recíproca, las infracciones indicadas en el artículo 15 no serán
consideradas delitos políticos, delitos conexos a delitos políticos ni
delitos inspirados en motivos políticos. En consecuencia, no se podrá
rechazar una petición de extradición o de asistencia judicial recíproca
formulada en relación con una infracción de ese carácter por el único
motivo de que se refiere a un delito político o un delito inspirado en
motivos políticos.

2. Ninguna disposición del presente Protocolo se interpretará en el
sentido de que imponga una obligación de extraditar o de prestar
asistencia judicial recíproca, si la Parte requerida tiene motivos fundados
para creer que la petición de extradición por las infracciones indicadas en
los apartados a) a c) del párrafo 1º del artículo 15 o la petición de
asistencia judicial recíproca en relación con las infracciones del artículo
15 se han formulado con el fin de procesar o sancionar a una persona por
motivos de raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opiniones polí-
ticas, o que el hecho de acceder a la petición podría perjudicar la situación
de esa persona por cualquiera de esos motivos.

Artículo 21. Medidas relativas a otras violaciones.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 28 de la Convención, cada
Parte adoptará las medidas legislativas, administrativas o disciplinarias
que puedan ser necesarias para que cesen los siguientes actos, cuando
sean perpetrados deliberadamente:

a) toda utilización de bienes culturales en violación de la Convención
o del presente Protocolo;

b) toda exportación y cualquier otro desplazamiento o transferencia de
propiedad ilícitos de bienes culturales desde un territorio ocupado en
violación de la Convención o del presente Protocolo.

CAPITULO V
Protección de los bienes culturales en los conflictos armados

de carácter no internacional

Artículo 22. Conflictos armados de carácter no internacional.

1. El presente Protocolo se aplicará en caso de conflicto armado que
no tenga carácter internacional y que se haya producido en el territorio de
una de las Partes.

2. Este Protocolo no se aplicará en situaciones de disturbios y
tensiones internos, como por ejemplo tumultos, actos de violencia
aislados y esporádicos y otros actos de carácter similar.

3. No se invocará ninguna disposición del presente Protocolo con
miras a menoscabar la soberanía de un Estado o la responsabilidad que
incumbe a un gobierno de mantener o restablecer por todos los medios
legítimos la ley y el orden en el Estado o de defender la unidad nacional
y la integridad territorial del Estado.

4. Ninguna disposición de este Protocolo menoscabará la prioridad de
jurisdicción de una Parte en cuyo territorio se produzca un conflicto
armado de carácter no internacional con respecto a las violaciones
indicadas en el artículo 15.

5. No se invocará ninguna disposición del presente Protocolo como
justificación para intervenir directa o indirectamente, sea cual fuere el
motivo, en el conflicto armado o en los asuntos internos o externos de la
Parte en cuyo territorio se haya producido ese conflicto.

6. La aplicación del presente Protocolo a la situación mencionada en
el párrafo 1º no producirá efecto alguno sobre el estatuto jurídico de las
partes en conflicto.

7. La Unesco podrá ofrecer sus servicios a las partes en conflicto.
CAPITULO VI

Cuestiones institucionales

Artículo 23. Reunión de las Partes.

1. La Reunión de las Partes se convocará al mismo tiempo que la
Conferencia General de la Unesco y en coordinación con la Reunión de
las Altas Partes Contratantes, si esta reunión ha sido convocada por el
Director General.

2. La Reunión de las Partes adoptará su propio Reglamento.
3. La Reunión de las Partes tendrá las siguientes atribuciones:
a) Elegir a los miembros del Comité, con arreglo al párrafo 1 del

artículo 24;
b) Aprobar los Principios Rectores elaborados por el Comité con

arreglo al apartado a) del párrafo 1 del artículo 27;
c) Proporcionar orientaciones para la utilización del Fondo por parte

del Comité y supervisarla;

d) Examinar el informe presentado por el Comité con arreglo al
apartado d) del párrafo 1 del artículo 27;

e) Discutir cualquier problema relacionado con la aplicación de este
Protocolo y formular recomendaciones cuando proceda.

4. El Director General convocará una Reunión Extraordinaria de las
Partes, si así lo solicita como mínimo la quinta parte de ellas.

Artículo 24. Comité para la Protección de los Bienes Culturales en
caso de Conflicto Armado.

1. Por el presente artículo se crea un Comité para la Protección de los
Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado. Estará compuesto por
doce Partes que serán elegidas por la Reunión de las Partes.

2. El Comité celebrará reuniones ordinarias una vez al año y reuniones
extraordinarias cuando lo estime necesario.

3. Al establecer la composición del Comité, las Partes velarán por
garantizar una representación equitativa de las distintas regiones y
culturas del mundo.

4. Las Partes miembros del Comité elegirán para que las representen
a personas competentes en las esferas del patrimonio cultural, la defensa
o el derecho internacional, y consultándose mutuamente tratarán de
garantizar que el Comité en su conjunto reúna las competencias adecua-
das en todas esas esferas.

Artículo 25. Mandato.

1. Las Partes miembros del Comité serán elegidas por un período de cuatro
años y sólo podrán volver a ser elegidas inmediatamente una sola vez.

2. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1, el mandato de la mitad de
los miembros nombrados en la primera elección concluirá al finalizar la
primera reunión ordinaria de la Reunión de las Partes celebrada inmedia-
tamente después de la reunión en la cual fueron elegidos. El Presidente
de la Reunión de las Partes designará por sorteo a estos miembros después
de la primera elección.

Artículo 26. Reglamento.

1. El Comité adoptará su propio Reglamento.
2. La mayoría de los miembros constituirá quórum. Las decisiones del

Comité se tomarán por mayoría de dos tercios de los miembros votantes.
3. Los miembros no participarán en las votaciones de ninguna decisión

relativa a bienes culturales que se vean afectados por un conflicto armado
en el que sean partes.

Artículo 27. Atribuciones.

1. Las atribuciones del Comité serán las siguientes:
a) Elaborar Principios Rectores para la aplicación del presente Protocolo;
b) Conceder, suspender o anular la protección reforzada a bienes

culturales, y establecer, actualizar y promover la Lista de Bienes Cultu-
rales bajo Protección Reforzada;

c) Vigilar y supervisar la aplicación del presente Protocolo y fomentar
la identificación de bienes culturales bajo protección reforzada;

d) Examinar los informes de las Partes y formular observaciones a su
respecto, tratar de obtener precisiones cuando sea necesario, y preparar
su propio informe sobre la aplicación del presente Protocolo para la
Reunión de las Partes;

e) Recibir y estudiar las peticiones de asistencia internacional con
arreglo al artículo 32;

f) Determinar el empleo del Fondo;
g) Desempeñar cualquier otra función que le encomiende la Reunión

de las Partes.
2. El Comité ejercerá sus atribuciones en cooperación con el Director

General.
3. El Comité cooperará con las organizaciones gubernamentales y no

gubernamentales internacionales y nacionales cuyos objetivos son simi-
lares a los de la Convención, los de su Primer Protocolo y los del presente
Protocolo. Para que le asistan en el desempeño de sus atribuciones, el
Comité podrá invitar a que participen en sus reuniones, a título consul-
tivo, a organizaciones profesionales eminentes como las que mantienen
relaciones formales con la Unesco, comprendido el Comité Internacional
del Escudo Azul (CIEA) y sus órganos constitutivos. También se podrá
invitar a que participen a título consultivo a representantes del Centro
Internacional de Estudio de Conservación y Restauración de los Bienes
Culturales (Centro de Roma) (ICCROM) y del Comité Internacional de
la Cruz Roja (CICR).
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Artículo 28. Secretaría.

1. Prestará asistencia al Comité la Secretaría General de la Unesco,
que preparará su documentación y el orden del día de sus reuniones y se
encargará de la aplicación de sus decisiones.

Artículo 29. El Fondo para la Protección de los Bienes Culturales en
caso de Conflicto Armado.

1. Por el presente artículo se crea un Fondo para los siguientes fines:
a) Conceder ayuda financiera o de otra clase en apoyo de medidas

preparatorias o de otro tipo que se hayan de adoptar en tiempo de paz
con arreglo, entre otros, al artículo 5º, al párrafo b) del artículo 10 y al
artículo 30;

b) Conceder ayuda financiera o de otra clase en relación con medidas
de emergencia y medidas provisionales o de otro tipo que se hayan de
adoptar con miras a la protección de bienes culturales en períodos de
conflicto armado o de reconstrucción inmediatamente posteriores al fin
de las hostilidades con arreglo, entre otros, al párrafo a) del artículo 8º.

2. De conformidad con las disposiciones del Reglamento Financiero
de la Unesco, el Fondo se constituirá con carácter de fondo fiduciario.

3. Los recursos del Fondo sólo se utilizarán para los fines que el
Comité decida con arreglo a las orientaciones definidas en el apartado c)
del párrafo 3 del artículo 23. El Comité podrá aceptar contribuciones que
hayan de ser destinadas exclusivamente a un determinado programa o
proyecto, a condición de que haya decidido ejecutar ese programa o proyecto.

4. El Fondo constará de los siguientes recursos:
a) contribuciones voluntarias aportadas por las Partes;
b) Contribuciones, donaciones o legados aportados por:
i) Otros Estados;
ii) La Unesco u otras organizaciones del sistema de las Naciones

Unidas;
iii) Otras organizaciones intergubernamentales o no gubernamentales;
iv) Organismos públicos o privados, o particulares;
c) Todo interés que devenguen los recursos del Fondo;
d) Fondos recaudados mediante colectas e ingresos procedentes de

actos organizados en beneficio del Fondo, y
e) Cualesquiera otros recursos autorizados por las orientaciones

aplicables al fondo.
CAPITULO VII

Difusión de la información y asistencia internacional

Artículo 30. Difusión.

1. Las Partes procurarán servirse de todos los medios apropiados, y en
particular de programas de educación e información, para fomentar el
aprecio y el respeto de los bienes culturales por parte del conjunto de sus
poblaciones.

2. Las Partes difundirán lo más ampliamente posible el presente
Protocolo, tanto en tiempo de paz como en tiempo de conflicto armado.

3. Toda autoridad militar o civil que en tiempo de conflicto armado
esté encargada de aplicar el presente Protocolo habrá de tener pleno
conocimiento de su texto. Con este fin, las Partes:

a) Incorporarán a sus reglamentos militares orientaciones e instruc-
ciones relativas a la protección de los bienes culturales;

b) En colaboración con la Unesco y las organizaciones gubernamen-
tales y no gubernamentales pertinentes, prepararán y llevarán a cabo
programas de formación y educación en tiempo de paz;

c) Por conducto del Director General, se comunicarán recíprocamente
información relativa a las leyes, disposiciones administrativas y medidas
adoptadas en relación con los apartados a) y b);

d) Por conducto del Director General, se comunicarán lo antes posible
recíprocamente las leyes y disposiciones administrativas que adopten
para garantizar la aplicación del presente Protocolo.

Artículo 31. Cooperación internacional.

En casos de graves violaciones del presente Protocolo, las Partes se
comprometen a actuar conjuntamente por conducto del Comité o por
separado, en colaboración con la Unesco y las Naciones Unidas y de
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.

Artículo 32. Asistencia internacional.

1. Toda Parte podrá pedir al Comité asistencia internacional para los
bienes culturales bajo protección reforzada, así como ayuda para la

preparación, elaboración o aplicación de las leyes, disposiciones admi-
nistrativas y medidas mencionadas en el artículo 10.

2. Toda parte en un conflicto que no sea Parte en el presente Protocolo,
pero que acepte y aplique sus disposiciones con arreglo al párrafo 2 del
artículo 3º, podrá pedir al Comité una asistencia internacional adecuada.

3. El Comité adoptará reglas para la presentación de peticiones de
asistencia internacional y determinará las formas que pueda revestir esta
asistencia.

4. Se insta a las Partes a que, por conducto del Comité, presten asistencia
técnica de todo tipo a las Partes o partes en conflicto que la pidan.

Artículo 33. Asistencia de la Unesco.
1. Las Partes podrán recurrir a la asistencia técnica de la Unesco para

organizar la protección de sus bienes culturales, especialmente en rela-
ción con medidas preparatorias para salvaguardar bienes culturales y con
medidas preventivas y organizativas para situaciones de emergencia y
realización de catálogos nacionales de bienes culturales, o en relación
con cualquier otro problema derivado de la aplicación del presente
Protocolo. La Unesco prestará esa asistencia dentro de los límites de su
programa y sus posibilidades.

2. Se insta a las Partes a proporcionar asistencia técnica bilateral o
multilateral.

3. La Unesco está autorizada a presentar, por propia iniciativa,
propuestas sobre estas cuestiones a las Partes.

CAPITULO VIII
Aplicación del presente Protocolo

Artículo 34. Potencias Protectoras.

El presente Protocolo se aplicará con el concurso de las Potencias Protec-
toras encargadas de salvaguardar los intereses de las Partes en conflicto.

Artículo 35. Procedimiento de conciliación.

1. Las Potencias Protectoras interpondrán sus buenos oficios siempre
que lo juzguen conveniente en interés de los bienes culturales, y especial-
mente cuando haya desacuerdo entre las Partes en conflicto sobre la
aplicación o interpretación de las disposiciones del presente Protocolo.

2. A este fin, cada Potencia Protectora podrá, a invitación de una Parte o del
Director General, o por propia iniciativa, proponer a las Partes en conflicto que
sus representantes, y en particular las autoridades encargadas de la protección
de los bienes culturales, celebren eventualmente una reunión en el territorio de
un Estado que no sea parte en el conflicto. Las Partes en conflicto tendrán la
obligación de hacer efectivas las propuestas de reunión que se les hagan. Las
Potencias Protectoras propondrán a la aprobación de las Partes en conflicto el
nombre de una personalidad perteneciente a un Estado que no sea parte en el
conflicto o presentada por el Director General. Esta personalidad será invitada
a participar en esa reunión en calidad de Presidente.

Artículo 36. Conciliación a falta de Potencias Protectoras.

1. En todo conflicto en el que no se hayan designado Potencias
Protectoras, el Director General podrá ejercer sus buenos oficios o actuar
por cualquier otro medio de conciliación o mediación con el fin de
resolver las discrepancias.

2. A petición de una Parte o del Director General, el Presidente del
Comité podrá proponer a las Partes en conflicto que sus representantes,
y en particular las autoridades encargadas de la protección de los bienes
culturales, celebren eventualmente una reunión en el territorio de un
Estado que no sea parte en el conflicto.

Artículo 37. Traducciones e informes.

1. Las Partes se encargarán de traducir el presente Protocolo a las
lenguas oficiales de sus países y de comunicar estas traducciones oficia-
les al Director General.

2. Una vez cada cuatro años, las Partes presentarán al Comité un
informe sobre la aplicación del presente Protocolo.

Artículo 38. Responsabilidad de los Estados.

Ninguna disposición del presente Protocolo respecto de la responsabili-
dad penal de las personas afectará a la responsabilidad de los Estados
conforme al derecho internacional, comprendida la obligación de reparación.

CAPITULO IX
Cláusulas finales

Artículo 39. Lenguas.

El presente Protocolo está redactado en árabe, chino, español, francés,
inglés y ruso, siendo los seis textos igualmente auténticos.
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Artículo 40. Firma.

El presente Protocolo llevará la fecha del 26 de marzo de 1999.
Quedará abierto a la firma de todas las Altas Partes Contratantes en La
Haya desde el 17 de mayo de 1999 hasta el 31 de diciembre de 1999.

Artículo 41. Ratificación, aceptación o aprobación.

1. El presente Protocolo será sometido a la ratificación, aceptación o
aprobación por las Altas Partes Contratantes que lo hayan firmado, de
conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales.

2. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación serán
depositados ante el Director General.

Artículo 42. Adhesión.

1. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión del resto de las
Altas Partes Contratantes a partir del 1° de enero del año 2000.

2. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de
adhesión ante el Director General.

Artículo 43. Entrada en vigor.

1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses después de
haberse depositado veinte instrumentos de ratificación, aceptación, apro-
bación o adhesión.

2. Ulteriormente, el Protocolo entrará en vigor para cada una de las
Partes tres meses después de la fecha en que hubieren depositado el
respectivo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

Artículo 44. Entrada en vigor en situaciones de conflicto armado.

Las situaciones previstas en los artículos 18 y 19 de la Convención
determinarán que las ratificaciones, aceptaciones, aprobaciones o adhe-
siones del presente Protocolo depositadas por las partes en conflicto antes
o después de haberse iniciado las hostilidades o la ocupación, surtan
efecto inmediato. En esos casos, el Director General enviará, por la vía
más rápida, las notificaciones previstas en el artículo 46.

Artículo 45. Denuncia.

1. Toda Parte podrá denunciar el presente Protocolo.
2. La denuncia se notificará mediante un instrumento escrito que será

depositado ante el Director General.
3. La denuncia surtirá efecto un año después del recibo del instrumen-

to correspondiente. No obstante, si en el momento de expirar este período
de un año, la Parte denunciante se encontrase implicada en un conflicto
armado, los efectos de la denuncia quedarán en suspenso hasta el fin de
las hostilidades, y en todo caso mientras duren las operaciones de
repatriación de los bienes culturales.

Artículo 46. Notificaciones.

El Director General informará a todas las Altas Partes Contratantes y
a las Naciones Unidas del depósito de todos los instrumentos de ratifica-
ción, aceptación, aprobación o adhesión previstos en los artículos 41 y 42,
así como de las denuncias previstas en el artículo 45.

Artículo 47. Registro ante las Naciones Unidas.

En cumplimiento del artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas,
el presente Protocolo será registrado en la Secretaría de las Naciones
Unidas a instancia del Director General.

EN FE DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados, han
firmado el presente Protocolo.

Hecho en La Haya el 26 de marzo de 1999, en un solo ejemplar que será
depositado en los archivos de la Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura, y del cual se remitirán copias
certificadas conformes a todas las Altas Partes Contratantes.

(Hay firmas ilegibles).
 Copia certificada conforme.
Consejo Jurídico de la Organización de las naciones Unidas para la

Educación, la Ciencia y la Cultura.»
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 7 de marzo de 2002
APROBADO. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Firmado),

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Relaciones Exteriores (firmado),

Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el Segundo Protocolo de la Convención de La

Haya de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de
Conflicto Armado, hecho en La Haya el veintiséis (26) de marzo de mil
novecientos noventa y nueve (1999).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el Segundo Protocolo de la Convención de La Haya de
1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto
Armado, hecho en La Haya el veintiséis (26) de marzo de mil novecientos
noventa y nueve (1999), que por el artículo primero de esta ley se aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo
internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a ...
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscritos

Ministros del Interior y de Justicia, de Relaciones Exteriores y de Cultura.
El Ministro del Interior y de Justicia,

Fernando Londoño Hoyos.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Cultura,
María Consuelo Araújo Castro.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos

150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia,
presentamos a consideración del honorable Congreso de la República el
Proyecto de Ley por medio de la cual se aprueba el Segundo Protocolo
de la Convención de La Haya de 1954 para la Protección de los Bienes
Culturales en caso de Conflicto Armado, hecho en La Haya el
veintiséis (26) de marzo de mil novecientos noventa y nueve (1999).

Con frecuencia, las operaciones militares causan la destrucción de
bienes culturales irreemplazables, ocasionando una pérdida no solo para
el país de origen sino también para el patrimonio cultural de los pueblos.

Tras reconocer la importancia de esa pérdida, la comunidad interna-
cional aprobó la Convención de La Haya de 1954 para la protección de
los bienes culturales en caso de conflicto armado y el Protocolo a la
misma, aprobados por el Congreso Nacional mediante la Ley 340 de 1996
y, en vigor para Colombia desde el 18 de septiembre de 1998.

Aunque la Convención de 1954 mejora la protección de los bienes
culturales, sus disposiciones no se han aplicado sistemáticamente, lo que
estableció la necesidad de buscar una solución a este problema, resultan-
do en la adopción de un segundo protocolo al Convenio el 26 de marzo
de 1999.

Cabe señalar que además de estos instrumentos, Colombia es Estado
Parte en los Protocolos de 1977 adicionales a los Convenios de Ginebra
los cuales contienen disposiciones que protegen los bienes culturales
(Protocolo I, artículos 38, 53 y 85; y Protocolo II, artículo 16).

Para efectos de aplicación de estos instrumentos internacionales, los
bienes culturales son aquellos bienes, muebles o inmuebles, que tienen
gran importancia para el patrimonio cultural de los pueblos, como los
monumentos de arquitectura o de historia, los campos arqueológicos, las
obras de arte, los libros y, los edificios cuyo destino principal y efectivo
sea contener los mismos bienes culturales,

El Segundo Protocolo de 1999 de la Convención

El Segundo Protocolo de la Convención de 1954 fue aprobado por la
Conferencia Diplomática de La Haya, el 26 de marzo de 1999, con el
propósito de mejorar la protección de los bienes culturales en caso de
conflicto armado y de establecer un sistema reforzado de protección para
bienes culturales especialmente designados en el instrumento.

Al igual que la Convención y el Protocolo de 1954, el Segundo
Protocolo dispone que su entrada en vigor sea inmediata para aquellos
Estados que participan en un conflicto armado y, que hayan depositado
los correspondientes instrumentos de ratificación o de adhesión.

El Protocolo contiene disposiciones generales relativas a la protec-
ción, que incluyen la salvaguardia de los bienes culturales (artículo 5º);
el respeto por estos (artículo 6º); normas relativas a las precauciones
adicionales que deben tomarse a las exigidas por el Derecho Internacio-
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nal Humanitario (artículo 7º); así como precauciones contra los efectos
mismos de las hostilidades (artículo 8º).

Lo relativo a la “Protección reforzada” se desarrolla a lo largo del
capítulo III, estableciendo que para beneficiarse de esta protección, un
bien cultural deberá cumplir tres condiciones:

1. Ser un patrimonio cultural de la mayor importancia para la humanidad.
2. Estar protegido por medidas nacionales, que reconozcan su valor

cultural e histórico y garanticen su protección en el más alto grado.
3. No ser utilizado con fines militares o para proteger instalaciones

militares, y que la Parte que lo controla haya declarado oficialmente que
no se utilizará para esos fines.

El capítulo IV del Protocolo, desarrolla lo relativo a la responsabilidad
penal y jurisdicción, estableciendo que cada Estado Parte deberá tomar
las medidas necesarias para tipificar como delitos las conductas que se
señalan en este capítulo como violaciones a la Convención y al mismo
Protocolo y, regular lo relativo a la jurisdicción para conocer de los
mismos, incluyendo disposiciones sobre procesamiento, extradición,
asistencia judicial recíproca y medidas relativas a otras violaciones.

El Protocolo incluye una previsión específica acerca de la protección
de los bienes culturales en conflictos armados de carácter no internacio-
nal, estableciendo la aplicación del Protocolo a este tipo de conflictos
(capítulo V, artículo 22).

En el artículo 24 establece la creación de un Comité para la Protección
de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, compuesto por
doce Partes que serán elegidas por la Reunión de las Partes, cuyas
funciones serán las de:

“a) Elaborar Principios Rectores para la aplicación del presente
Protocolo;

b) Conceder, suspender o anular la protección reforzada a bienes
culturales, y establecer, actualizar y promover la Lista de Bienes Cultu-
rales bajo Protección Reforzada;

c) Vigilar y supervisar la aplicación del presente Protocolo y fomentar
la identificación de bienes culturales bajo protección reforzada;

d) Examinar los informes de las Partes y formular observaciones a su
respecto, tratar de obtener precisiones cuando sea necesario, y preparar
su propio informe sobre la aplicación del presente Protocolo para la
Reunión de las Partes;

e) Recibir y estudiar las peticiones de asistencia internacional con
arreglo al artículo 32;

f) Determinar el empleo del Fondo;
g) Desempeñar cualquier otra función que le encomiende la Reunión

de las Partes”.
De igual manera, está contemplada la creación de un Fondo para la

Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, con los
siguientes fines:

a) Conceder ayuda financiera o de otra clase en apoyo de medidas
preparatorias o de otro tipo que se hayan de adoptar en tiempo de paz
con arreglo, entre otros, al artículo 5º, al párrafo b) del artículo 10 y
al artículo 30;

b) Conceder ayuda financiera o de otra clase en relación con medidas
de emergencia y medidas provisionales o de otro tipo que se hayan de
adoptar con miras a la protección de bienes culturales en períodos de
conflicto armado o de reconstrucción inmediatamente posteriores al fin
de las hostilidades con arreglo, entre otros, al párrafo a) del artículo 8º.

Es importante destacar que los recursos del Fondo prevendrán de las
siguientes fuentes, según el protocolo:

a) Contribuciones voluntarias aportadas por las Partes;
b) Contribuciones, donaciones o legados aportados por:
i) Otros Estados;
ii) La Unesco u otras organizaciones del sistema de las Naciones Unidas;
iii) Otras organizaciones intergubernamentales o no gubernamentales;
iv) Organismos públicos o privados, o particulares;
c) Todo interés que devenguen los recursos del Fondo;
d) Fondos recaudados mediante colectas e ingresos procedentes de

actos organizados en beneficio del Fondo, y
e) Cualesquiera otros recursos autorizados por las orientaciones

aplicables al fondo.
Como un elemento característico de los instrumentos de Derecho

Internacional Humanitario, prevé este Segundo Protocolo normas en

materia de difusión de información para fomentar el aprecio y el respeto
de los bienes culturales, la cooperación y la asistencia internacional de la
Unesco (capítulo VII, artículos 30 a 33).

Finalmente, en los capítulos VIII y IX (artículos 34 a 38 y 39 a 47,
respectivamente), se señala lo concerniente a la aplicación del Protocolo.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, consciente de
la importancia de reforzar y complementar las diferentes iniciativas
institucionales que se han venido desarrollando en el país para contar con
instrumentos adicionales que permitan la efectiva e integral protección de
nuestros bienes culturales –únicos e irreemplazables–, a través de sus
Ministros del Interior y de Justicia, de Relaciones Exteriores y de Cultura,
solicita al honorable Congreso de la República, aprobar el Segundo Proto-
colo de la Convención de La Haya de 1954 para la Protección de los
Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, hecho en La Haya el
veintiséis (26) de marzo de mil novecientos noventa y nueve (1999).

De los honorables Congresistas,
El Ministro del Interior y de Justicia,

Fernando Londoño Hoyos.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Cultura,
María Consuelo Araújo Castro.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL.
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 7 de marzo de 2002
APROBADO. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales
(Firmado),

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Relaciones Exteriores (firmado),

Guillermo Fernández de Soto.
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DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el Segundo Protocolo de la Convención de La

Haya de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de
Conflicto Armado, hecho en La Haya el veintiséis (26) de marzo de mil
novecientos noventa y nueve (1999).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el Segundo Protocolo de la Convención de La Haya de
1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto
Armado, hecho en La Haya el veintiséis (26) de marzo de mil novecientos
noventa y nueve (1999), que por el artículo primero de esta ley se aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo
internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., 21 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Cultura,
María Consuelo Araújo Castro.

LEY 900 DE 2004
(julio 21)

por medio de la cual se aprueba el “Convenio Básico de Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno
de la República de Guatemala y el Gobierno de la República de Colombia”, hecho en la ciudad de Lima,

el día veintitrés (23) de noviembre de dos mil uno (2001).

El Congreso de la República
Visto el texto del Convenio Básico de Cooperación Técnica y Cien-

tífica entre el Gobierno de la República de Guatemala y el Gobierno de
la República de Colombia, hecho en la ciudad de Lima, el día veintitrés
(23) de noviembre de dos mil uno (2001), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).

PROYECTO DE LEY NUMERO 108 DE 2002 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Convenio Básico de Cooperación
Técnica y Científica entre el Gobierno de la República de Guatemala

y el Gobierno de la República de Colombia”, hecho en la ciudad
de Lima, el día veintitrés (23) de noviembre de dos mil uno (2001).

El Congreso de la República
Visto el texto del Convenio Básico de Cooperación Técnica y Cien-

tífica entre el Gobierno de la República de Guatemala y el Gobierno de
la República de Colombia, hecho en la ciudad de Lima, el día veintitrés
(23) de noviembre de dos mil uno (2001), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).

«CONVENIO BASICO DE COOPERACION TECNICA
Y CIENTIFICA ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPULICA
DE GUATEMALA Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA

DE COLOMBIA

El Gobierno de la República de Guatemala y el Gobierno de la
República de Colombia, en adelante las Partes;

ANIMADOS por el deseo de fortalecer los lazos tradicionales de
amistad existentes entre los dos países;

TOMANDO EN CONSIDERACION que ambas Partes han venido
realizando acciones de cooperación técnica y científica al amparo del
Convenio de Cooperación Técnica entre la República de Colombia y la
República de Guatemala, firmado en Bogotá, Colombia, el 13 de julio de
1976,

CONSCIENTES de su interés común en promover y fomentar el
progreso técnico y científico y de las ventajas recíprocas que resultarían
de una cooperación en campos de interés mutuo;

CONVENCIDOS de la importancia de actualizar y fortalecer mecanis-
mos que contribuyan al desarrollo de ese proceso y de la necesidad de ejecutar
programas de cooperación técnica y científica, que tengan efectiva inciden-
cia en el avance económico y social de sus respectivos países;

Han convenido lo siguiente:
ARTICULO I

1. El objetivo del presente Convenio es promover la cooperación
técnica y científica entre ambos países, a través de la formulación y
ejecución, de común acuerdo, de programas y proyectos en dichas áreas.

2. En la elaboración de estos programas y proyectos, las Partes
tomarán en consideración las prioridades establecidas en sus respectivos
planes de desarrollo y apoyarán la participación, en su ejecución, de
organismos e instituciones de los sectores público, privado y social, así
como de las universidades, instituciones de investigación científica y
técnica y organizaciones no gubernamentales.

Así mismo, las Partes deberán tomar en consideración la importancia
en la ejecución de proyectos nacionales de desarrollo y favorecer la
instrumentación de proyectos conjuntos de desarrollo tecnológico, que
vinculen centros de investigación con entidades industriales de los dos
países.

3. Las Partes podrán, con base en el presente Convenio, celebrar
acuerdos complementarios de cooperación técnica y científica, en áreas
específicas de interés común.

ARTICULO II
1. Para los fines del presente Convenio, las Partes elaborarán conjun-

tamente Programas Bienales, de acuerdo con las prioridades de ambos
países en el ámbito de sus respectivos planes y estrategias de desarrollo
económico y social.

2. Cada programa deberá especificar objetivos, recursos financieros y
técnicos, cronogramas de trabajo, así como las áreas en que serán
ejecutados los proyectos. Deberán, igualmente especificar las obligacio-
nes operativas y financieras de cada una de las Partes.

3. Cada Programa será evaluado a mitad del período de la Comisión
Mixta en el marco de una reunión bilateral de trabajo técnico.

ARTICULO III
1. En la ejecución de los programas se incentivará e incluirá, cuando

las Partes así lo consideren necesario, la participación de organismos
multilaterales y regionales de cooperación técnica, así como de institu-
ciones de terceros países.

2. Las Partes podrán, siempre que lo estimen necesario y por acuerdo
mutuo, solicitar el financiamiento y la participación de organismos
internacionales y de otros países, en la ejecución de programas y
proyectos que se acuerden de conformidad con el presente Convenio.

* * *
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ARTICULO IV
Para los fines del presente Convenio, la cooperación técnica y cientí-

fica entre las Partes podrá asumir las siguientes modalidades:
a) Intercambio de especialistas, investigadores y profesores uni-

versitarios;
b) Pasantías para entrenamiento profesional y capacitación;
c) Realización conjunta y coordinada de programas y/o proyectos de

investigación y/o desarrollo tecnológico que vinculen centros de inves-
tigación e industria;

d) Intercambio de información sobre investigación científica y
tecnológica;

e) Desarrollo de actividades conjuntas de cooperación en terceros países;
f) Otorgamiento de becas para estudios de especialización profesional

y estudios intermedios de capacitación técnica;
g) Organización de seminarios, talleres y conferencias;
h) Prestación de servicios de consultoría;
i) Envío de equipo y material necesario para la ejecución de proyectos

específicos, y
j) Cualquier otra modalidad acordada por las Partes.

ARTICULO V
Con el fin de contar con un adecuado mecanismo de seguimiento de

las acciones de cooperación previstas en el presente Convenio y de lograr
las mejores condiciones para su ejecución, las Partes establecerán una
Comisión Mixta guatemalteca-colombiana, integrada por representantes
de ambos Gobiernos, así como de aquellas instituciones cuyas activida-
des incidan directamente en el ámbito de la cooperación técnica y
científica de ambos países.

Esta Comisión Mixta será presidida por la Secretaría de Planificación
y Programación de la Presidencia, por parte de Guatemala, y por la Agencia
Colombiana de Cooperación Internacional, en conjunto con la Dirección
General de Cooperación Internacional del Ministerio de Relaciones Exte-
riores, por parte de Colombia, y tendrá las siguientes funciones:

a) Evaluar y delimitar áreas prioritarias en que sería factible la
realización de proyectos específicos de cooperación técnica y científica;

b) Estudiar y recomendar los programas y proyectos a ejecutar;
c) Revisar, analizar y aprobar los Programas Bienales de cooperación

técnica y científica;
d) Supervisar la adecuada observancia y cumplimiento del presente

Convenio y formular a las Partes las recomendaciones que considere
pertinentes.

ARTICULO VI
1. La Comisión Mixta se reunirá alternadamente cada dos años en

Guatemala y en Colombia, en las fechas acordadas previamente a través
de la vía oficial.

2. Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo precedente, cada una de las
Partes podrá someter a consideración de la Otra, en cualquier momento,
proyectos específicos de cooperación técnica y científica para su debido
análisis y, en su caso, aprobación. Asimismo, las Partes podrán convocar,
de común acuerdo y cuando lo consideren necesario, reuniones extraor-
dinarias, de la Comisión Mixta.

ARTICULO VII
Ambas Partes tomarán las medidas necesarias para que las experiencias

adquiridas por sus nacionales, como resultado de la cooperación a que se
refiere el artículo IV, se repliquen a lo interno de sus respectivas instituciones,
para que contribuyan al desarrollo económico y social de sus países.

ARTICULO VIII
En el envío de personal a que se refiere el artículo IV, los costos de

transporte internacional de una de las Partes al territorio de la Otra, se
sufragarán por la parte que lo envíe. El costo de hospedaje, alimentación
y transporte local se cubrirá por la Parte receptora, a menos que expresa-
mente se especifique de otra manera o sea objeto de los acuerdos
complementarios a que se refiere el artículo I, numeral 3, del presente
Convenio.

ARTICULO IX
Los organismos e instituciones nacionales responsables de la ejecu-

ción de los acuerdos complementarios previstos en el artículo I, numeral
3, del presente Convenio, deberán informar a la Comisión Mixta los

resultados de sus trabajos y someter propuestas para el desarrollo
posterior de la cooperación.

ARTICULO X
Cada Parte otorgará las facilidades necesarias para la entrada, perma-

nencia y salida del personal, que en forma oficial intervenga en los
proyectos de cooperación. Este personal se someterá a las disposiciones
nacionales vigentes en el país receptor y no podrá dedicarse a ninguna
actividad ajena a sus funciones, ni recibir remuneración alguna, fuera de las
establecidas, sin la previa autorización de las autoridades competentes.

ARTICULO XI
Las Partes se otorgarán todas las facilidades administrativas y fiscales

necesarias para la entrada y salida del equipo y materiales que se
utilizarán en la realización de los proyectos, de conformidad con su
legislación nacional vigente.

ARTICULO XII
En relación con el intercambio de información y su difusión, se

observarán las leyes y demás disposiciones vigentes en ambos Estados,
así como los respectivos compromisos internacionales y los derechos y
obligaciones que se acuerden en relación con terceros. Cuando la
información sea proporcionada por una Parte, esta podrá señalar, cuando
lo estime conveniente, restricciones para su difusión.

ARTICULO XIII
Las Partes Contratantes se comprometen a:
Conceder a los expertos, instructores y técnicos que reciban sus

países, en desarrollo del presente Convenio, las prerrogativas y privile-
gios especiales otorgados a los expertos internacionales de Ayuda
Técnica de acuerdo con la reglamentación vigente para los expertos de las
Naciones Unidas.

ARTICULO XIV
1. El presente Convenio entrará en vigor a partir de la fecha de

recepción de la segunda de las Notas mediante las cuales las Partes se
comuniquen haber cumplido con los requisitos exigidos por su legisla-
ción nacional para tal efecto y tendrá una vigencia inicial de cinco años,
renovable por períodos de igual duración, previa evaluación.

2. El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo consenti-
miento y las modificaciones acordadas entrarán en vigor en la fecha en
que las Partes, mediante un Canje de Notas Diplomáticas, se comuniquen
el cumplimiento de los requisitos exigidos por su legislación nacional.

3. Cualquiera de las Partes podrá, en todo momento, dar por terminado
el presente Convenio, mediante notificación escrita, dirigida a la Otra a
través de la vía diplomática, con seis meses de antelación.

4. La terminación del presente Convenio no afectará la conclusión de
los programas y proyectos que hubieren sido formalizados durante su
vigencia.

5. Cualquier controversia que pueda surgir entre las partes relativa a
la interpretación o aplicación al presente Convenio será resuelta median-
te negociaciones directas entre ellas. En caso de que estas negociaciones
no sean exitosas la controversia será sometida a los restantes medios de
solución pacífica reconocidos por el Derecho Internacional.

6. Al entrar en vigor el presente Convenio, quedará sin efecto el
Convenio de Cooperación Técnica y Científica entre la República de
Colombia y la República de Guatemala, suscrito en Bogotá, Colombia,
el 13 de julio de 1976, sin perjuicio de las acciones de cooperación
programadas y en ejecución de los acuerdos complementarios que se
estén ejecutando.

Hecho en la ciudad de Lima, el día 23 de noviembre de dos mil uno,
en dos ejemplares originales en idioma español, siendo ambos textos
igualmente válidos.

Por el Gobierno de la República de Guatemala,
Firma ilegible.

Por el Gobierno de la República de Colombia,
Firma ilegible».

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO
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El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Convenio Básico de Cooperación Técnica

y Científica entre el Gobierno de la República de Guatemala y el
Gobierno de la República de Colombia, hecho en la ciudad de Lima, el
día veintitrés (23) de noviembre de dos mil uno (2001).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el Convenio Básico de Cooperación Técnica y Científica
entre el Gobierno de la República de Guatemala y el Gobierno de la
República de Colombia, hecho en la ciudad de Lima, el día veintitrés (23)
de noviembre de dos mil uno (2001), que por el artículo 1° de esta ley se
aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el
vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por la suscrita

Ministra de Relaciones Exteriores.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Carolina Barco Isakson.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos

150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia,
presento a consideración del Honorable Congreso de la República el
Proyecto de Ley por medio de la cual se aprueba el Convenio Básico de
Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de la República de
Guatemala y el Gobierno de la República de Colombia, hecho en la
ciudad de Lima, el día veintitrés (23) de noviembre de dos mil uno (2001).

En la Reunión de Trabajo del Programa de Cooperación 2000-2002
Colombia-Guatemala, realizada en Bogotá el 15 de mayo de 2000,
Guatemala consideró necesario suscribir un nuevo Convenio Básico de
Cooperación entre los dos países, para modificar el numeral 3 del artículo
II del Convenio suscrito en 1976, e introducir la creación de la Comisión
Mixta y el mecanismo de Reuniones de Seguimiento de los proyectos
previamente establecidos. Así mismo, se incorporaron nuevas modalida-
des de cooperación a través del envío de expertos y una cláusula de
solución de controversias, la cual no estaba contemplada anteriormente.

En efecto, dicho Convenio constituirá un marco de singular importan-
cia para impulsar la cooperación que se viene desarrollando con Guate-
mala en los sectores de medio ambiente, educación y cultura, justicia,
salud, minas y energía, integración y desarrollo comunitario y turismo.

El Convenio forma parte de un grupo de acuerdos de cooperación que
ha venido suscribiendo Colombia, con el ánimo de establecer nuevas y
adecuadas bases de cooperación, especialmente con los países de Amé-
rica Latina, Centroamérica y el Caribe, en desarrollo de las políticas
constitucionales, y dentro del marco de la integración regional.

Las cláusulas de este Convenio establecen compromisos recíprocos y
condiciones para la cooperación sobre la base de prestaciones y
contraprestaciones balanceadas, mediante las cuales las Partes procuran
un intercambio provechoso de técnicas y ciencia para el mutuo beneficio
de Colombia y Guatemala.

Este Convenio mantiene el espíritu de la cooperación técnica entre
países en desarrollo (CTPD), trazado por las Naciones Unidas en el Plan
de Acción de Buenos Aires de 1978, como un instrumento importante de
solidaridad y crecimiento entre países hermanos.

Tanto en el Preámbulo como en el artículo primero se consignan
expresiones comunes de buena voluntad de las Partes, para propiciar y
estimular las acciones de cooperación, que desde el 13 de julio de 1976
se venían realizando entre los dos países.

En el artículo segundo se acordó la elaboración de los Programas
Bienales de acuerdo con las prioridades de ambos países, y en cada
programa se deberá especificar objetivos, recursos financieros y técni-
cos, cronogramas de trabajo, así como las áreas en que serán ejecutados
los proyectos. Cada Programa será evaluado a mitad del período de la
Comisión Mixta.

En el artículo tercero se acordó que cuando las Partes lo consideren
necesario habrá participación de organismos multilaterales y regionales
de cooperación técnica, así como instituciones de terceros países y, si lo

estiman necesario, pueden solicitar el financiamiento y la participación
de organismos internacionales y de otros países.

En el artículo cuarto se acordó desarrollar las distintas modalidades de
cooperación tales como: Intercambio de personal científico, de expertos
y de profesores universitarios, formación técnica para el perfecciona-
miento de habilidades y especializaciones a través de becas, cursos,
seminarios e intercambio de información y suministro de equipos y
materiales necesarios para la ejecución de programas y proyectos.

En el artículo quinto se establece la Comisión Mixta guatemalteca-
colombiana, la cual estará integrada por representantes de ambos gobier-
nos, así como representantes de instituciones cuyas actividades incidan
directamente en el ámbito de la cooperación técnica y científica.

La Comisión Mixta deberá evaluar y delimitar áreas prioritarias para
la realización de proyectos específicos de cooperación técnica y cientí-
fica y estudiar proyectos por ejecutar. Adicionalmente, deberá revisar,
analizar y aprobar los Programa Bienales de cooperación técnica y
científica y supervisar la adecuada observancia del Convenio.

En el artículo sexto se acordó que la Comisión Mixta se reunirá
alternadamente cada dos años en Guatemala y en Colombia, en fechas
acordadas oficialmente, dejándose la posibilidad de llevar a cabo reunio-
nes extraordinarias de la Comisión Mixta, para someter a consideración
de las Partes proyectos específicos.

Con miras a que las experiencias adquiridas por nuestros nacionales,
como resultado de la cooperación, se repliquen a lo interno de las diversas
instituciones que contribuyen al desarrollo económico y social de los
países, se acordó, en el artículo séptimo, que cada uno de los Estados
tomará medidas tendientes a cumplir este propósito.

En el artículo octavo ambas Partes acuerdan que los costos de
transporte internacional de una de las Partes al territorio de la Otra, se
sufragarán por la parte que lo envíe. El costo de hospedaje, alimentación
y transporte local se cubrirá por la Parte receptora, a menos que se
especifique de otra manera o sea objeto de acuerdos complementarios.

En el artículo noveno las Partes acuerdan que los organismos nacio-
nales e instituciones nacionales responsables de la ejecución de los
acuerdos complementarios que están previstos en el artículo primero
numeral 3 del Convenio, deberán informar a la Comisión Mixta los
resultados de sus trabajos y someter las propuestas para desarrollo
posterior de la cooperación.

En el artículo décimo se acuerda que cada una de las Partes otorgará
las facilidades necesarias para la entrada, permanencia y salida del
personal, que en forma oficial intervenga en los proyectos de coopera-
ción. Este personal se someterá a las disposiciones nacionales vigentes en
el país receptor y no podrá dedicarse a ninguna actividad ajena a sus
funciones, ni recibir remuneración alguna, fuera de la establecida, sin
previa autorización de las autoridades competentes.

En el artículo undécimo las Partes se comprometen a otorgar todas las
facilidades administrativas y fiscales necesarias para la entrada y salida
del equipo y materiales que se utilizarán en la realización de los proyec-
tos, de conformidad con su legislación nacional vigente.

En el artículo duodécimo acuerdan los dos países que el intercambio de
la información y su difusión se hará de acuerdo con las normas vigentes.

En el artículo decimotercero, las Partes se comprometen a conceder a
los expertos, instructores y técnicos que reciban sus países las prerroga-
tivas y privilegios especiales otorgados a los expertos internacionales de
ayuda técnica, de acuerdo con la reglamentación vigente para los exper-
tos de las Naciones Unidas.

En el artículo decimocuarto se establece que el Convenio entrará en
vigor a partir de la fecha de recepción de la segunda de las Notas mediante
las cuales la Partes se comuniquen haber cumplido con los requisitos
exigidos por su legislación nacional, y que éste tendrá una vigencia
inicial de cinco años, renovables por períodos de igual duración.

El Convenio podrá ser modificado por mutuo consentimiento y, dado
el caso, cualquiera de las Partes podrá darlo por terminado mediante
notificación escrita a través de la vía diplomática con seis meses de
antelación, sin que esto afecte la conclusión de los programas y proyectos
formalizados durante su vigencia.

Cualquier controversia que surja entre las Partes será resuelta median-
te negociaciones directas y en caso de que estas no sean exitosas, la
controversia será sometida a los medios de solución pacífica reconocidos
por el Derecho Internacional.



Página 36 Miércoles 11 de agosto de 2004 GACETA DEL CONGRESO 424

Es necesario resaltar que este Convenio obedece al deseo de los dos
países de promover y fomentar el desarrollo económico y social de sus
pueblos en beneficio de ambas partes, contemplando los mecanismos
necesarios para poner a tono la cooperación existente con la realidad
mundial.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, a través de la
Ministra de Relaciones Exteriores, somete a consideración del honorable
Congreso de la República el Convenio Básico de Cooperación Técnica
y Científica entre el Gobierno de la República de Guatemala y el
Gobierno de la República de Colombia, hecho en la ciudad de Lima, el
día veintitrés (23) de noviembre de dos mil uno (2001).

De los honorables Congresistas,
María Carolina Barco Isakson,

Ministra de Relaciones Exteriores.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales

suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a cada uno de los Convenios Internacionales que el Ministerio de
Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Convenio Básico de Cooperación Técnica

y Científica entre el Gobierno de la República de Guatemala y el
Gobierno de la República de Colombia, hecho en la ciudad de Lima, el
día veintitrés (23) de noviembre de dos mil uno (2001).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el Convenio Básico de Cooperación Técnica y Científica
entre el Gobierno de la República de Guatemala y el Gobierno de la
República de Colombia, hecho en la ciudad de Lima, el día veintitrés (23)

de noviembre de dos mil uno (2001), que por el artículo 1° de esta ley se
aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el
vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., 21 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson
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